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DECLARACIÓN DE PRINCIPIOS.
Concientes de que la persona humana  tiene derechos inalienables, superiores y anteriores al Estado, como son el derecho a la vida, a la  libertad y a la búsqueda de la felicidad; convencidos de que para que esos derechos sean una realidad, es deber de la sociedad políticamente organizada respetar los derechos humanos y los procedimientos democráticos y persuadidos de que el derecho a la búsqueda de la felicidad es una utopía, en tanto no se erradique la miseria; exponemos los principios que regirán nuestra acción política:
1. Defensa de la igualdad de derechos y rechazo a los privilegios y a la discriminación.

2. Fomento del rol del Estado en la provisión de las condiciones que generen empleo productivo, privilegiando su papel en la lucha contra la pobreza.

3. El Estado interviene en la economía para: corregir fallas de mercado, en los casos de bienes públicos, la existencia de externalidades positivas o negativas y en la subsanación de problemas de competencia.

4. Mejora del sistema democrático, para lograr que la soberanía descanse efectivamente en el pueblo y fomento de la autonomía y el equilibrio entre los poderes del Estado.

5. Rechazo a la violencia y promoción del diálogo y los mecanismos de prevención para la resolución pacífica de conflictos.

6. Impulso de la integración física del Perú mediante el desarrollo de sus redes viales, energéticas e informáticas; y la integración cultural mediante la educación, la difusión de los valores cristianos y la revaloración del legado ancestral.

7. Defensa de los principios del Estado de Derecho y combate a la corrupción y a toda forma de atentado contra el imperio de la ley.
8. Rechazo a las barreras que entorpecen la iniciativa privada, frenan la creatividad y restringen la libre competencia, y promoción de la formalización  y de los derechos de propiedad.
9. Cautela de los derechos de las futuras generaciones al momento de endeudar al Estado para  financiar  sus gastos.
INTRODUCCIÓN
El Perú se caracteriza por su multiplicidad cultural y por su complejidad geográfica, situación que ha sido generalmente soslayada por muchas organizaciones políticas al formular sus propuestas o utilizada por otras para propiciar procesos disociadores. Desde el surgimiento a la vida republicana, los anhelos de integración nacional y de bienestar general no se han alcanzado, debido a la incapacidad del Estado y la sociedad para contrarrestar los obstáculos derivados de no reconocer nuestra diversidad como un activo nacional, considerándola por el contrario como un aspecto negativo, así como de la falta de visión para aprovechar el enorme potencial que su complementación encierra. 

Históricamente, salvo en contados períodos, se desdeñaron los valores y enseñanzas del antiguo Perú, a pesar de que la construcción de una sólida nacionalidad requiere necesariamente su valoración y aprovechamiento. 

La lucha contra la pobreza es uno de los pilares de nuestras bases programáticas porque constatamos que en el Perú la mitad de la población vive en situación de pobreza y, lo que es intolerable, la quinta parte vive en la indigencia o pobreza extrema. Por lo tanto, sostenemos que todo gobierno debe tener como objetivo principal la reducción de la pobreza y la eliminación de la indigencia. La tarea de eliminar la pobreza extrema, pues, constituye un imperativo ético y un objetivo al que debe comprometerse la sociedad en su conjunto. Tal imperativo ético debe entenderse como aquel de asistir a nuestros compatriotas completamente desvalidos, pero manteniendo el principio de que lo que busca el Estado en última instancia es la constante búsqueda de la igualdad de oportunidades para todo ciudadano. 
Si bien la pobreza ha sido una característica dominante durante siglos en todas las sociedades, hoy existen muchos países que han logrado un alto nivel de vida para la gran mayoría de sus ciudadanos. Y es en este aspecto que el Perú ha fracasado dramáticamente, en particular a lo largo del siglo XX. Hoy, países que a mediados del siglo pasado se encontraban en igual o inferior situación económica que el nuestro, han logrado un progreso material mayor al peruano e incluso han podido convertirse en países desarrollados. Son notables los ejemplos de los países más atrasados de Europa como España o Portugal. Más saltante aún es el ejemplo de varios países del sudeste asiático, que en la década de 1950 tenían un ingreso por habitante inferior al peruano y que ahora han alcanzado niveles de ingresos similares a los de los países desarrollados.

Son muchas las explicaciones de nuestro atraso pero particularmente deben subrayarse  aquellas que derivan de la poca importancia que muchas organizaciones políticas dieron a nuestra  multiplicidad cultural y complejidad geográfica. Asimismo, el auge de las ideologías totalitarias prevalecientes  durante el siglo veinte obstaculizaron los esfuerzos de elevación del nivel de vida de la población peruana.

El atraso que hoy sufrimos puede atribuirse a nuestra incapacidad para organizarnos como nación, fijarnos objetivos claros y procurarlos consistentemente a través del tiempo. Durante gran parte del siglo pasado, el Perú fue objeto de experimentación, ya sea por parte de gobiernos que adhirieron a modelos de desarrollo probadamente errados o, peor aún, por parte de dictaduras que prometieron justicia y bienestar y sólo lograron limitar la libertad de los ciudadanos y provocar atraso.
Son múltiples los objetivos intermedios que sirven al fin último de lograr un desarrollo económico acelerado, con equidad e igualdad de oportunidades para todos:

En primer lugar está la paz y la seguridad, ya que en un ambiente de conflicto externo o de permanente inseguridad interna el progreso es imposible.

La estabilidad monetaria con el consecuente control de la inflación. El Perú ha vivido en carne propia la experiencia de la hiperinflación y sus efectos empobrecedores particularmente entre los segmentos menos favorecidos de la sociedad.

La salud y la educación constituyen los dos pilares fundamentales en la construcción del capital humano de una nación. No es posible el desarrollo si el estado no garantiza niveles suficientes de atención de salud. La prioridad debe ser puesta en la lucha contra la desnutrición en la edad temprana y la mortalidad materna, el acceso universal a la vacunación y el desarrollo de facilidades de acceso al agua potable y el saneamiento, pues la precariedad o insuficiencia en esos terrenos es la principal causa de enfermedad y muerte. 
De otro lado la mejora en la calidad de la educación es tarea impostergable, y en esta tarea el centro de la atención del Estado debe concentrarse a nivel escolar, incorporando la informática y la educación a distancia como métodos para contrarrestar el bajo nivel académico de buena parte del magisterio.
El desarrollo de infraestructura física, que debe ser impulsado por el Estado como medio imprescindible para elevar la productividad y lograr niveles internacionales de competitividad. Es este desarrollo el que, conjuntamente con las mejoras en educación y salud, han sido determinantes en todos aquellos países que han logrado crecer a tasas aceleradas. Aquí la palabra clave es productividad y su constante mejora. Es decir, el país debe buscar permanentemente una caída en los costos requeridos para producir bienes y servicios.

Si bien el aumento de la productividad es clave en el progreso también lo es la acumulación de capital que sólo se logra promoviendo tasas altas de inversión. El Perú, siguiendo el camino trazado por otros países exitosos, debe mantener o aun elevar su actualmente importante tasa de inversión, que se encuentra en el equivalente superior a  la cuarta parte de su Producto Bruto Interno. Este objetivo se puede superar disminuyendo el nivel de informalidad, ya que los sectores informales tienden por lo general a tener niveles exiguos de inversión.
La integración al mundo, debe constituirse en un elemento fundamental para obtener beneficios en una economía global. La experiencia económica demuestra que no existe país alguno que se haya desarrollado en un ambiente de autarquía, es decir compitiendo consigo mismo. Esto es particularmente cierto en el caso de países que, como el Perú, poseen una economía de tamaño relativo pequeño. Si bien la manera óptima de integración es a través de esquemas de liberalización multilateral, es también cierto que la lentitud de tales procesos dentro de la Organización Mundial de Comercio impone a economías pequeñas la búsqueda de tratados de libre comercio como se ha venido haciendo en los últimos años. Pero la firma de tales tratados debe ser acompañada por políticas públicas que coadyuven a su plena utilización en función del beneficio nacional. 
La innovación tecnológica es el medio por el cual se puede también aumentar la productividad aumentando la cantidad de conocimiento que incorpora la producción. Hoy el Perú despliega sólo una cantidad exigua de recursos para este fin en comparación con otros países de la región.  El aumento de los recursos públicos y privados dedicados a la Investigación y Desarrollo debe ser fomentado por el Estado, buscando así a la adquisición de tecnología que incorpore el creciente aumento en la importación de maquinarias y equipos, producto, además, de un mayor nivel de apertura al mundo.

La promoción de la competencia debe ser una tarea permanente del Estado en una sociedad que busca beneficiarse del desarrollo de los mercados. El Estado debe fortalecer las instituciones que protegen a los consumidores y velar porque no se instauren empresas con la facultad de hacer un uso abusivo de una posición de dominio en el mercado. De otro lado, el Estado debe fomentar la adopción de buenas prácticas de gobierno corporativo a nivel de un número siempre creciente de empresas. 
El respeto a la propiedad y los contratos son los elementos fundamentales para el fortalecimiento y desarrollo de los mercados y la generación de riqueza. El Estado debe activamente promover el cumplimiento fiel y expeditivo de los contratos y proveer un ambiente legal que garantice una relación equilibrada entre las partes contratantes. De particular importancia en el Perú es el fortalecimiento del cumplimiento de contratos en el sector financiero para poder alcanzar niveles más altos de intermediación financiera. En este sentido resulta imprescindible resolver los graves problemas que enfrenta el Poder Judicial al tiempo que se crean instancias paralelas para la dirimir  los conflictos civiles
El imperio de la ley y la lucha contra la corrupción son elementos que diferencian claramente a los países que han progresado rápidamente de aquellos que han permanecido en el atraso.

El logro de cualquiera de éstos objetivos es necesario, pero insuficiente. Sólo conquistándolos todos se logra el progreso.
Proponemos alcanzarlos perfeccionando nuestra incipiente democracia y reorganizando el Estado para ponerlo al servicio de la gente. Esto demanda eliminar los frenos institucionales que impiden que la población peruana conquiste su plena ciudadanía, pues la democracia es el gobierno del pueblo, no el de los políticos.

1.  LA REFORMA POLÍTICA
La democracia, decía Abraham Lincoln, es el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo. En el Perú, por lo general, es el gobierno de los políticos, por los políticos y para los políticos. Como los intereses de éstos no son siempre congruentes con los de la ciudadanía, no sorprende que la desengañen, burlando la voluntad popular  a menudo.  
Para evitar que la democracia devenga en caricatura de sí misma,  las democracias avanzadas diseñaron sistemas de control ciudadano sobre los posibles desvaríos de sus representantes.  Ningún sistema que, en la práctica, desconozca que la soberanía descansa en el pueblo y no en las oligarquías burocráticas o partidarias, merece denominarse democrático.  
Desafortunadamente, en muchos sistemas de gobierno tercermundistas el respeto a la voluntad ciudadana es sólo un formalismo hueco, vacío de real contenido. En el fondo, dichos sistemas están diseñados para controlar y dominar no para servir a la ciudadanía. 

El problema se origina debido a que, en nuestro sistema,  la elección (proceso democrático) sirve para que las prerrogativas ciudadanas sean temporalmente conculcadas y asumidas por las cúpulas políticas, como si la delegación característica de la representatividad, fuese claudicación o renuncia  (consecuencia autoritaria).  Los factores que reducen drásticamente las prerrogativas ciudadanas y devalúan nuestra incipiente democracia son:

- La elección congresal por listas, no por personas.

- La posibilidad de resultar elegido con votaciones exiguas.
  

- El gran tamaño de las circunscripciones electorales. 

- El excesivo plazo del mandato congresal. 
Para rescatar la soberanía popular y lograr el control ciudadano sobre los representantes no es suficiente elegir a mejores personas. Se requieren cambios radicales en las condiciones que rigen el sistema parlamentario.
Por ello proponemos la aplicación del sistema de circunscripciones uninominales, el mismo que implica que corresponde un asiento en el congreso al triunfador de las elecciones de cada una de las circunscripciones. 
Proponemos, además, la reducción del mandato parlamentario a dos años y medio. Los parlamentarios que a juicio de los ciudadanos hayan realizado una gestión eficaz y honesta serán de seguro reelectos. Proponemos que  quienes postulen a la reelección lo deberán hacer por la misma circunscripción ya que no es tolerable que quién ha defraudado a sus electores, pretendan ser reelegidos  en otra circunscripción. Sostenemos, finalmente, que la instauración de la segunda vuelta en la elección congresal elevaría el nivel del parlamento.

En efecto, un menor periodo desincentivaría a quienes participan en las elecciones con el único propósito de perpetuarse en el poder y hacer de la política un negocio.  
Circunscripciones menores, por su parte, vinculan mejor a electores y elegido, vinculación que hoy es casi inexistente, salvo en circunscripciones pequeñas como Tumbes o Madre de Dios. Más aun, la eliminación de listas amplias dificultaría la infiltración de sujetos indeseables, carentes de verdadero respaldo electoral, como sucede con el actual sistema. Además, los partidos y las alianzas se verían precisadas a convocar candidatos  independientes allí donde carecieran de figuras probas, convirtiéndolos en verdaderos intermediarios entre la sociedad y el Estado, no entre las argollas partidarias y éste.

Un parlamento de 130 miembros, elegidos en 130 circunscripciones conformadas agregando provincias o distritos hasta alcanzar  alrededor de 125,000 electores cada una (130 X 125,000 = 16’250,000 electores), permitiría a las provincias más populosas del país como Santa, Sullana o San Román y a distritos como La Victoria, Comas o San Juan de Lurigancho, elegir a sus propios representantes. Les permitiría también fiscalizar cercanamente a los elegidos para   desembarazarse de ellos, de ser necesario, a los dos años y medio de su elección. 
  

Un sistema como el planteado privilegiaría la participación de ciudadanos con ideales, no la de individuos con intereses, lográndose así un congreso verdaderamente representativo en el que los ciudadanos, no los políticos, sean los verdaderos depositarios de la soberanía. 

Proponemos igualmente la eliminación de la obligatoriedad del voto o en todo caso la eliminación de multa para quien desea abstenerse de votar ya que el derecho a votar no puede al mismo tiempo una obligación 

La reforma política debe alcanzar también a las municipalidades. En este ámbito es necesario corregir el esquema actual que otorga mayoría en el consejo municipal a la lista triunfante, sin importar la pluralidad que le dio el triunfo.
Proponemos, por ello, separar la elección de alcalde de la de regidores, tal como sucede con el ejecutivo y el legislativo, a nivel de gobierno central, e introducir también segunda vuelta para la elección de alcaldes, en analogía con la elección presidencial. 

La reforma institucional aquí propuesta apunta a introducir un cambio fundamental en la escena política peruana. 
En el ámbito del GN, este cambio tiene por objeto lograr mayor representatividad y equilibrio entre el gobierno y el Congreso, de manera tal que se alcance el ideal de “gobierno limitado” que propugna el constitucionalismo occidental.
En el ámbito municipal la reforma permitiría, dado el mayor control ciudadano sobre las autoridades que la misma implicaría, la transferencia a los Gobiernos Locales de las prerrogativas que hoy se concentran en los GR. 
La reforma, en ambas instancias tiene por objeto también disminuir el poder de los políticos, incrementando el de los ciudadanos, es decir, tiene por objeto democratizar.
Los integrantes de la lista de postulantes al Congreso por el Partido Político Adelante se comprometen a firmar un acuerdo previo para presentar de forma unánime un proyecto de Ley que permita la implementación de las reformas que proponemos.

De igual manera los integrantes de la Lista de Candidatos al Parlamento por el Partido Político Adelante se comprometen a presentar de manera unánime un proyecto de Ley que retire la autonomía presupuestal al Congreso como un instrumento para eliminar de manera radical el abuso de tal prerrogativa de la que se ha hecho gala en años recientes con el dispendio y escándalo público que ello implica.

Finalmente los integrantes de la Lista de candidatos al Parlamento por el Partido Político Adelante se comprometen a presentar un proyecto de Ley que reforme el sistema de asesores de parlamentarios. Los términos de tal proyecto de Ley permitirían el nombramiento por parte de cada parlamentario de un solo asesor de confianza,  mientras que se conformaría un cuerpo de asesores común a todos los congresistas los cuales se contratarían de acuerdo a estricto concurso de méritos.

2.  DESCENTRALIZACIÓN
La descentralización es un proceso de reforma de la organización del Estado y de su relación con la sociedad, que busca hacer más eficaz y eficiente la provisión de bienes y servicios públicos mediante la transferencia de poder a espacios políticos locales. Consecuentemente, implica dotar de mayor discrecionalidad, libertad y autonomía a los gobiernos locales. 
En el ámbito de la administración pública, la descentralización consiste en un proceso de transferencia de recursos y competencias del gobierno central a los gobiernos sub-nacionales. Este aspecto de la descentralización peruana ha privilegiado a los gobiernos regionales, desdeñándose las prerrogativas de los gobiernos locales. Ha soslayado también  aspectos tan importantes como la transferencia de personal hacia dichos gobiernos y su necesario fortalecimiento institucional, mediante capacitaciones adecuadas.
En general, los resultados esperados de la descentralización son:

a. Un Estado descentralizado. Es decir, un Estado cuya estructura, tamaño, objetivos, competencias y financiamiento sean funcionales a las necesidades y potencialidades territorialmente diferenciadas del país.

b. Mejor provisión de bienes y servicios públicos. Esto es así puesto que en un Estado descentralizado las políticas, los programas y los proyectos se pueden diseñar y ejecutar en contacto más estrecho con la población y, por lo tanto, ajustarlos mejor a las necesidades, potencialidades y preferencias de los contribuyentes en cada territorio.

c. Mayor y más directa participación de los ciudadanos en la toma de decisiones públicas, lo que limita el poder discrecional de los políticos, elimina de plano muchas oportunidades de corrupción y clientelismo, y estimula la responsabilidad tributaria de los ciudadanos. Todo esto contribuye directamente a hacer que la democracia “funcione” y, por ende, a la sostenibilidad del Estado de Derecho.

Una característica importante de los procesos de descentralización que se han emprendido en todo el mundo es que sus resultados no se pueden lograr en el corto plazo, ni es conveniente imponerlos o inducirlos con decisiones políticas, ya que se vuelven insostenibles y a la larga tienden a revertirse. Esto es más cierto cuando se parte de experiencias centralistas de larga data como la nuestra: la gente se acostumbra al centralismo que engendra parsimonia e ineficacia en la administración pública y clientelismo en los ciudadanos. 
Otro problema radica en que estando tan arraigado el centralismo, los Gobiernos Regionales terminan practicándolo, recortando las potencialidades de los Gobiernos Locales. El actual proceso de descentralización consiste en la sustitución del  centralismo limeño por uno más pequeño, centralizado en cada capital departamental, no es un proceso que permita mayor participación ciudadana.     
Optar por la transferencia directa al ámbito local tiene tres beneficios importantes que contribuyen después a hacer irreversible la descentralización: desarrollan capacidades de gestión en las administraciones locales, permiten ajustar las intervenciones públicas a las características de cada territorio y generan responsabilidad tributaria en la población local.

2.1. Estado de la descentralización peruana

Teniendo en consideración los elementos presentados, es posible afirmar que el proceso de descentralización peruano está en riesgo. Pues se ha cometido el error de creer que la descentralización puede lograrse creando aparatos burocráticos regionales. En ese sentido, se apresuró la dación de un marco normativo que reparte competencias de gestión a gobiernos regionales que terminan ejerciendo un “centralismo chiquito”, contrario a los intereses de los gobiernos locales. Por lo demás se han creado GR en exceso pues, se supone, que las regiones deben estar constituidas por la unión de varios departamentos.  Se concluye, entonces, que el propósito oculto de la regionalización actual es el reparto de  cuotas de poder entre las agrupaciones políticas dominantes.

Este proceso de descentralización tiene las siguientes fallas: un mal diseño con un nivel de gobierno innecesario y con demasiados gobiernos distritales, muchos de los cuales son insolventes; no se ha hecho nada en cuanto a la reforma del Estado, para hacerlo más eficiente y para evitar lo que viene sucediendo: la regionalización de la corrupción y la ineficiencia. Por otro lado,  las funciones de cada nivel de gobierno no están claramente definidas, existiendo el riesgo de duplicidad y falta de coherencia en los programas de nivel sub-nacional. 
Por ello, la ciudadanía no siente ningún beneficio derivado de la forma en que se ha conducido la descentralización, antes bien, padecen una serie de perjuicios:  
· El incremento enorme del presupuesto para pagar a sus autoridades regionales y para mantener a su burocracia.

· La corrupción y la ineficiencia se han descentralizado.

· La inversión en infraestructura se ha dificultado porque los GR, en muchos casos, carecen de la capacidad técnica para sustentar sus proyectos.

En síntesis:

· Los gobiernos regionales (GR) no tienen las capacidades suficientes para recibir las competencias que les asigna la Ley ni para administrar eficientemente los recursos correspondientes.

· El marco legal existente no es suficientemente claro para evitar conflictos de competencia con los GL.

· El nuevo gasto que demandan los GR no es sostenible considerando las nuevas competencias asignadas y drena de potenciales recursos a los GL.

· Los sistemas administrativos públicos no se han adaptado a esta nueva estructura estatal.

· El esquema de descentralización que se ha implementado no garantiza un impacto positivo sobre el desarrollo y la gobernabilidad del país.

La experiencia de otros países que han transitado por procesos de descentralización es aleccionadora: Demuestra que el proceso es de lenta maduración y que la fase de desarrollo de capacidades debe apoyarse en un proceso riguroso de desconcentración. Por ejemplo, el proceso de descentralización español lleva 20 años y recién se está terminando. En Alemania debieron pasar 29 años para que la población empiece a defender su esquema federal inaugurado en 1949. En Italia tuvieron que transcurrir más de dos décadas para que el proceso de descentralización muestre sus frutos. Por su parte, Chile empezó su proceso de descentralización en 1973 con el establecimiento de regiones. 22 años después todavía no tienen gobiernos regionales, sino que el Intendente regional es nombrado por el Presidente y su Consejo Regional es elegido indirectamente por los concejales de los municipios que están dentro de la región. Este esquema ha permitido que las administraciones regionales maduren, adquieran capacidades técnicas y que la población se acostumbre a acudir a sus municipalidades e Intendencias antes que a los ministerios. Los gobiernos regionales no tienen un sinfín de funciones como aquí, sino que básicamente distribuyen entre los municipios los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional en base a los proyectos que presentan.

2.2. Propuestas

Para fortalecer la descentralización y hacerla irreversible, es decir, lograr que se garantice una mejor provisión de bienes y servicios que bajo el modelo centralista, la estrategia general debe reorientarse hacia un esquema de desconcentración, preparando paulatinamente a los gobiernos locales para que asuman las responsabilidades de gestión y financiamiento.  Esto no implica revertir el proceso, implica sí, evaluar la calidad de los servicios descentralizados mediante indicadores y cerrar las brechas focalizando la capacitación y la asistencia técnica, para luego proceder a efectuar transferencias de funciones sectoriales o de programas de inversión social directamente a los gobiernos locales.

La reorientación priorizará el nivel municipal provincial más que los GR. El Perú tiene una tradición municipalista con casi 500 años de historia que se ha desdeñado en el proceso actual. Las municipalidades constituyen la base institucional para descentralizar y para estructurar regiones sobre criterios de relaciones histórico-culturales y eficiencia económica. En tal sentido,  debe promoverse que las municipalidades distritales insolventes se fusionen.
La descentralización podrá darse más rápido donde la participación ciudadana sea una costumbre social y la base económica local sea más fuerte. En este sentido, el proceso debe conducirse a un ritmo asimétrico, acelerando las transferencias hacia aquellas municipalidades provinciales que tengan mayor solidez institucional y mayor recaudación propia. Para ello habrá que modificar el marco normativo, tecnificar al CND y desburocratizarlo.
Asimismo, debe mejorarse la planificación del desarrollo local, estableciendo criterios y procedimientos técnicos que homogenicen la elaboración de planes locales. Esto se podría hacer a través de CEPLAN. 
Se implementará un agresivo programa de desarrollo de capacidades técnicas y de gestión dirigido a municipalidades provinciales, así como una estrategia de financiamiento que evite presiones fiscales al gobierno central.

Se articulará la descentralización con una necesaria modernización del Estado, para descentralizar servicios administrados eficientemente antes que sistemas burocráticos que fomenten la corrupción.

En cuanto a las transferencias de funciones sectoriales, deben guiarse por el principio de continuidad incorporado en el artículo 13º de la Ley de bases de la descentralización (“competencias compartidas... son aquellas en las que intervienen dos o más niveles de gobierno, que comparten fases sucesivas de los procesos implicados. La ley indica la función específica y responsabilidad que corresponde a cada nivel”).

Respecto a los sistemas administrativos, debe mejorarse la coordinación entre las entidades que ejercen su conducción técnico-normativa (Presupuesto, Inversión Pública, Tesoro Público, etc.).

Debe reformularse la Ley y el reglamento del Presupuesto Participativo. La población debe participar eligiendo entre alternativas socialmente eficientes generadas por cuerpos técnicos idóneos. Así los ciudadanos podrían elegir de acuerdo a sus necesidades (saneamiento transporte conectividad infraestructura sanitaria) a fin de que se evite que, como hasta ahora, los presupuestos de inversión de los gobiernos regionales y municipalidades provinciales se diluyan en proyectos de muy baja escala y sin ningún impacto sobre el desarrollo local y la integración regional. Asimismo, a fin de garantizar un mayor poder de los contribuyentes respecto del poder local y regional, debe reformularse la Ley orgánica de Gobiernos Regionales y la Ley Orgánica de Municipalidades en el aspecto que corresponde a los consejos de coordinación regionales y locales a fin de darles más funciones fiscalizadoras y concertadoras de la inversión pública.

En el mediano plazo debe lograrse la conformación de verdaderas regiones que tengan sentido económico para lograr sinergias y las ventajas en el uso de los recursos hidro-enérgeticos, conectividad vial y relaciones acceso viable a mercados de capital domésticos y extranjeros. Sin embargo, dada la conformación actual de las regiones como una capa más de gobierno sobre las instancias sub-nacionales, creemos que será necesaria la constitución de fuertes incentivos fiscales que propicien tales macro regiones.  
 Asimismo, y en coherencia con la reforma política que se plantea, se modificaría la Ley de Elecciones Municipales eliminando el mecanismo de la “cifra repartidora” que permite que el alcalde asegure mayoría absoluta en el concejo municipal, otorgándole un poder de acción que no se corresponde con el poder delegado por sus electores. En tal sentido, se planteará que la elección de regidores sea directa, en forma similar a como se realiza la elección de congresistas.

Creemos firmemente que un esquema de descentralización con las variantes operativas e institucionales planteadas fomentará, de manera efectiva, el desarrollo territorial y, sentará las bases para que cada territorio avance en la satisfacción de sus necesidades y el aprovechamiento de sus potencialidades. 

3.  REFORMA DEL ESTADO
La reforma del Estado debe sustentarse fundamentalmente en una reforma de la estructura del gasto público, conducente mejorar la calidad del gasto corriente y de inversión. Esta es una tarea imprescindible para hacer más competitiva nuestra economía y para mejorar la calidad de vida de los peruanos.
La principal razón por las que el crecimiento económico logrado estos últimos años no ha sido percibido como tal por la mayoría de peruanos se debe a la deficiente cobertura y calidad de los bienes y servicios públicos, de modo que debemos seguir afrontando fuertes sobrecostos para obtener, privadamente, los servicios que no brinda el Estado. Esto es intolerable que suceda habida cuenta de que el Estado, hoy, es más solvente que antaño, no sólo debido a la mejora de los negocios y por tanto, de la recaudación, sino debido al incremento de la tasa del Impuesto General a las Ventas (IGV), y a la creación de nuevos tributos como el Impuesto a las Transacciones Financieras (ITF). Sin embargo, esos recursos adicionales se destinan fundamentalmente al gasto corriente con prescindencia de indicadores de calidad y desempeño.
Frente a esta realidad, surge la necesidad de emprender una racionalización integral de la administración pública a fin de reducir el número de ministerios y de organismos públicos y de reducir sustancialmente el presupuesto de cada uno de ellos. Esto eliminará la necesidad de mantener  impuestos absurdos como el ITF el cual debería tener una tasa insignificante ( digamos 0.0001%) con fines únicamente de control de la evasión tributaria. 
Lo anterior se complementa con un programa de simplificación administrativa, consolidación de compras (por métodos electrónicos, para combatir la corrupción), y fomento del gobierno electrónico para reducir el consumo de materiales, tiempo y requerimiento de personal. 
Tal reorganización requerirá la implementación de un programa de traslado de personal del Estado hacia  provincias y otro de apoyo para la formación de pequeñas empresas, a efectos de que el personal excedente pueda organizarse en ellas y así brindar servicios al Estado (tercerización).
Más importante aún es la profundización de la elaboración de un presupuesto por resultados que hoy abarca programas que representan menos del 3% del total del total del Presupuesto de la República.

El presupuesto por resultados debe retroalimentar la programación presupuestal a partir de evaluaciones por parte de entes independientes. Así una USE en una determinada localidad recibiría más o menos recursos en función de si en determinado período de tiempo presenta mejoras medibles en la educación que se imparte. 

4.  INFRAESTRUCTURA SOCIAL
4.1. Agua y Saneamiento

El problema del agua deriva, tanto de condiciones ambientales adversas (costa desértica) como de la inadecuada gestión del recurso para todo uso (consumo humano, riego, etc.), lo cual incluye falta de previsión y planeamiento.  Según estudios de la Universidad Peruana Cayetano Heredia, el costo de esta situación se manifiesta en que 70 por ciento de las consultas médicas en Lima están vinculadas a la mala calidad del agua.
Frente a este grave escenario se debe trabajar en dos frentes: detener el deterioro de las fuentes de agua para evitar una escasez absoluta del recurso, y mejorar la gestión para optimizar el uso del recurso garantizando su acceso pleno a las generaciones futuras. 
Las obras de infraestructura para incrementar:
El modelo de gestión actual basado en Empresas Prestadoras de Servicios de Saneamiento (EPS), juntas de regantes y autoridades de cuencas, no ha generado buenos resultados: el agua se desperdicia porque se hace un uso irrestricto de ella en las zonas altas de las cuencas, se subsidia indiscriminadamente el consumo de agua en las zonas urbanas y no se obtienen los ingresos suficientes para el mantenimiento de la inversión y para hacer nuevas inversiones que amplíen  la cobertura y mejoren la calidad. Todos estos son indicadores cualitativos de que el actual modelo de gestión del agua ha fracasado. 

La solución para garantizar una provisión del recurso coherente con el crecimiento esperado de la población es implementar un modelo de concesión, separando el negocio del agua en negocios componentes, donde ingrese capital privado a hacer nuevas inversiones para ampliar la cobertura y mejorar la eficiencia, y el Estado conserve presencia en el negocio de modo que pueda ejercer una efectiva función reguladora. La gravedad del problema del agua está ejemplificado por el hecho de que existen poblaciones donde más del 80% no tiene acceso a una fuente accesible de agua potable
El modelo propuesto tiene  los siguientes elementos: 

1. Existen importantes beneficios en la salud pública por las cuales es deseable que aun cuando la gente que no pueda pagar el servicio, lo tenga. Esto implica la creación de un fondo para financiar proyectos de ampliación de cobertura que tienen retornos sociales positivos aunque privadamente no sean rentables. 
2. El negocio del agua está conformado por cuatro negocios componentes: la provisión de fuentes de agua a través de la construcción de embalses, represas, etc.; la producción de agua potable mediante plantas de tratamiento; la distribución mediante el montaje y administración de la red de tuberías de agua potable y alcantarillado; y el tratamiento de aguas residuales mediante plantas de tratamiento y emisores submarinos.
3. Estos negocios componentes pueden ser concesionados a empresas privadas bajo contratos que detallen indicadores de cumplimiento de cobertura y calidad de servicio. Los negocios básicos que por su naturaleza son concesionables son los de distribución y tratamiento de aguas residuales. Bajo el modelo actual las EPS no obtienen los recursos suficientes para invertir en ampliación y mejoramiento de plantas de tratamiento, con lo cual la calidad del agua que se consume en las áreas urbanas se deteriora y perjudica la salud general. Las EPS tampoco hacen una administración deficiente de las redes de agua y desagüe lo cual se refleja en una tasa superior al 30% de desperdicio de agua potable en la red y que exista mucho consumo no facturado sea por medición inadecuada o por robo no controlado. 

Asimismo, no existen recursos para hacer tratamiento de las aguas residuales a través de plantas de tratamiento y la instalación de emisores, evitando seguir contaminando las playas, lo cual atenta contra la salud pública y el equilibrio ambiental. La concesión de plantas de tratamiento de agua debe generalizarse en todas las ciudades. La experiencia internacional ha demostrado que puede ser rentable para operadores privados hacerse cargo de estos tres negocios. Naturalmente se pueden usar esquemas de cofinanciamiento. Es conveniente para la sociedad ceder la gestión de las plantas de tratamiento a empresas que introduzcan nueva tecnología y métodos que mejoren la potabilización del agua reduciendo sus costos, de manera que los usuarios tengan mejor calidad de agua sin tener que pagar mayores tarifas. En la actualidad aguas tratadas después del consumo humano pueden producir aguas idóneas para riego además de producir sólidos fertilizantes en procesos que generan enzimas de usos variados.

 Es conveniente también transferir la gestión de las redes de agua a operadores privados que logren que toda el agua consumida se pague o se reconozca a los receptores de subsidios y que reduzca a cero el robo de agua. El negocio de la administración de aguas residuales puede ser hecho con más eficacia y eficiencia por privados, ya que existen usuarios potenciales de aguas tratadas como industrias, municipalidades e inversiones forestales. Estos tres negocios serán trasladados al sector privado mediante concesiones. El Estado mantendrá la responsabilidad de la provisión de fuentes de agua debido a que existen aspectos de regulación ambiental y negociación multisectorial que deben ser manejados para garantizar la disponibilidad del recurso para usos agrícolas y no agrícolas.

El modelo de gestión integral del agua que se propone incorporará mecanismos de mercado para la asignación de derechos limitados sobre el agua para diferentes uso, los cuales serán asignados a través de mecanismos competitivos –subastas.

4. Fomentar que en la propiedad de las empresas participen los fondos privados de pensiones, de manera que las Empresas de Agua sean, de alguna forma, de todos, tendrá como consecuencia que todos estén interesados en que el negocio se maneje bien y por lo tanto sea rentable y sostenible, y desaparecería la corrupción y el favoritismo político que existe hasta ahora, y hasta incrementaría la jubilación de todos nosotros cuando pasemos al retiro.

5. En cuanto a la parte de infraestructura, en el marco de esta propuesta, se priorizará la construcción de un túnel trasandino en Yuracmayo, evitando Ticlio, para complementar el trasvase de Marca II.

4.2. Vialidad para el desarrollo local

Una forma efectiva de incrementar la competitividad de las zonas alejadas de los principales mercados urbanos es mediante la construcción y puesta en estado de transitabilidad la infraestructura vial de alcance departamental y local. 

Garantizar un estado transitable de las vías que atraviesan e interconectan los centros de producción rural con los mercados y los polos de transformación industrial, tiene además el beneficio de que favorece el desarrollo turístico a través de varias modalidades que se realizan en zonas rurales y que han experimentado alto crecimiento en los últimos años, como son el turismo rural, el ecoturismo y el turismo vivencial. Los contratos de concesión bajo el Programa Perú deben ser perfeccionados para que abarquen plazos mayores a los actuales 5 años además de permitir dentro de ellos tareas de inversión y no sólo los de mantenimiento de vías. De igual forma se debe promover los llamados contratos CREMA.
En tal sentido, algunos de los ejes viales cuyo mejoramiento se apoyará prioritariamente son: 

· Eje: Huánuco – Chavinillo –La Unión – Huallanca, para facilitar el aprovechamiento turístico de los recursos arqueológicos y naturales de las provincias de Humalíes y Dos de Mayo, permitiendo su integración con los destinos turísticos Chavín de Huántar y Callejón de Huaylas.

· Eje: Chuquicará – Caraz, para integrar el circuito turístico de la costa ancashina con el circuito anterior.

· Eje: Yauriviri – Andamarca, para dar acceso a las ruinas y andenes de Andamarca.

· Eje: Cajamarca – Celendín – Chachapoyas, para desarrollar el potencial turístico de Kuélap, Carajilla y Gran Vilaya.

· Ejes: Cajamarca – Bambamarca – Chota; Sicuani – Yauri – Imata; Canta – Cerro de Pasco (alterna a la carretera central); y Cañete – Huancayo (alterna a la carretera central).

· La carretera Fernando Belaúnde Terry (Marginal de la Selva), tramos: Aguaytía – Pucallpa; Yuracmarca –Sihuas – Huacrachuco – Uchiza; y San Marcos – Cajabamba – Huamachuco.

Asimismo, se apoyará la rehabilitación y mejoramiento de los accesos a las Chullpas de Sillustani, en Puno, y la conclusión de los accesos al valle del Colca, en Arequipa.

Otros proyectos de infraestructura vinculados al desarrollo turístico que se apoyarán, son la implementación de un helipuerto e infraestructura hotelera mediante concesión en la zona del Gran Pajatén, así como de un funicular e infraestructura hotelera en la zona de Choquequirao, también mediante concesión.
Por último se emprenderá un programa de asfaltado para servir a casi todas las capitales de provincia serranas.
5.  LUCHA CONTRA LA POBREZA
5.1. Diagnóstico de la pobreza extrema en el Perú

La pobreza extrema
 en los diferentes países de América Latina presenta tendencias decrecientes. En el caso de Perú, el porcentaje de la población en pobreza extrema ha disminuido gradualmente entre los años 2000 – 2010. Sin embargo, al año 2009 se estima que 3.5 millones de peruanos tienen que vivir con menos de US$ 1 diario. Sin embargo se calcula que mediciones de pobreza medidos en función de ingesta calórica pueden arrojar niveles mayores de pobreza extrema. 
La tendencia para los próximos años haría pensar en una probable reducción significativa de este problema, debido a las posibles mejoras económicas de cada país de la región. Sin embargo, dos supuestos son importantes. Primero, que los precios internacionales se mantengas relativamente altos como para mantener el crecimiento de las economías. Segundo, el crecimiento que genera mayores ingresos tributarios a su vez se ve acompañado de una reforma del gasto social conducente a una mejora de la productividad de los más pobres.

El Perú, sin embargo, debe tener claro que la mejor manera de atender a los más pobres es generando empleo de calidad a los menos calificados e incrementar la productividad de los miembros de los hogares en extrema pobreza de las zonas rurales de la sierra y selva. Por ello se propone lo siguiente.

5.2. Propuestas de Políticas Sociales orientadas a la lucha contra la pobreza extrema

La lucha contra la pobreza se hace efectiva en la medida que se distingan medidas entre alivio y reducción.  Reducción significar generar oportunidades económicas a los más pobres y alivio es proveer servicios sociales básicos a la población excluida.

La reducción de la pobreza extrema implica dos niveles de acción. Por un lado, a nivel de la formulación de las políticas, el énfasis es promover empleos de calidad siguiendo cinco lineamientos básicos. Primero, reducir costos de transacción. Segundo, lograr acuerdos de inversión focalizada sujetos a incentivos y penalidades. Tercero, no intervención en mercados de bienes y factores. Cuarto, promoción de infraestructura productiva. Finalmente, generar y proveer información de mercados de bienes y factores a los más pobres. Por otro lado, a nivel de la ejecución de las políticas, de precisa de una gerencia promotora de oportunidades económicas para los más pobres a través de seis acciones básicas. Primero, identificar y promover aprovechamiento de nichos de mercado. Segundo, promocionar y priorizar zonas de inversión privada focalizada en la sierra y selva rurales. Tercero, promoción de la organización de la producción aglomerada basada en demandas específicas de mercado, especialmente del exterior. Cuarto, desarrollo de alianzas comerciales locales. Finalmente, incremento de mejoras permanentes de la competitividad con énfasis en las ciudades intermedias.

El alivio de la pobreza extrema implica resolver, en parte, la calidad y cantidad de capital humano y capital físico de los más vulnerables. Las siguientes propuestas puntuales intentan dar pautas de acción orientadas a mejorar la eficiencia, eficacia y equidad del gasto social que debe focalizarse en los más pobres.

La descentralización debe ser parte fundamental en la lucha contra la pobreza, adaptando los programas individuales o fusionados a las necesidades de cada región. Medidas de eficiencia en la focalización debe incluir la universalidad del uso del DNI. La producción de líneas de base y medición constante del nivel de progreso. El uso creciente de transferencia condicionada y su uso también en términos de bienes materiales que aumenten el nivel productivo de los recipientes de ayuda

5.2.1. Salud

i. Énfasis en el Programa de Vacunación

El programa tiene como meta alcanzar el 100% de cobertura. Se ofrecería campañas trimestrales de vacunación a dicha población en adición a un reforzamiento del componente: IEC (Información, Educación y Comunicación) focalizado en las madres a fin de desarrollar patrones, actitudes y comportamientos preventivos.

ii. Reforma del Programa de Salud Sexual y Reproductiva

El programa está dirigido a los adolescentes en situación de pobreza extrema entre 12 y 18 años de edad. Se reforzaría el componente IEC para prevenir embarazos no deseados, contagio de infecciones de transmisión sexual y en particular del VIH/SIDA entre el público objetivo mayormente concentrado en las zonas urbano- marginales de las grandes ciudades.

iii. Focalización en el Seguro Integral de Salud (SIS)

La identificación de beneficiarios y la supervisión de otorgamiento del tratamiento a la población objetivo debe mejorarse en todos los planes ofrecidos estaría evitando destinar recursos públicos de manera ineficaz con la lógica exclusión de seres vulnerables. 

iv. Mejorar la cobertura de saneamiento ejecutado por PARSSA en la regiones más pobre (saneamiento básico)

La región con mayor población en situación de extrema pobreza es Amazonas. En ella, tanto la inversión como la población beneficiaria, es totalmente inferior con respecto a otras regiones. En este orden es necesario corregir esta iniquidad en los servicios que brinda este programa que no solo existe en Huancavelica sino también en otras regiones.

v.
Diversos sectores de la población deben ser atendidos por diferentes programas incluyendo ESSALUD y el uso de proveedores privados para un conjunto específico de enfermedades

5.2.2. Nutrición

i. Reforma de los programas orientados a la niñez (PACFO / PANFAR / PRONEIS / CEIS)

El programa se construiría sobre la base de la fusión operativa de 04 programas y atendería a niños divididos por grupo etario y a madres gestantes en condición de extrema pobreza.  El objeto es prevenir la malnutrición de los infantes y todos los problemas posteriores que acarrea: de aprendizaje, crecimiento, salud, entre otros.

ii. Reforma del programa Alimentación Escolar

El programa busca atender a infantes entre los 6 y 14 años de edad en situación de extrema pobreza. El objeto es el de mejorar los niveles de nutrición e incrementar el rendimiento y la asistencia escolar en zonas de extrema pobreza. Para ello se tomarían tres acciones. Primero, elaborar un nuevo padrón a fin de evitar la enorme cantidad de infiltrados. Segundo, tercerizar la prestación de los desayunos y almuerzos escolares. Tercero, focalizar la ayuda en la sierra y selva rural incentivando a los centros educativos para mejorar permanentemente la asistencia de las niñas.

iii. Reforma del programa Comedores Populares y Clubes de Madres

El objetivo es atender a la población en extrema pobreza mayor de 14 años. Esta reforma se basaría en transferencias de efectivo, condicionadas desde el MIMDES y los gobiernos locales hacia los comedores y clubes de madres lo suficientemente organizados y que puedan ser autosostenibles.

5.2.3. Educación

i. Presupuesto de educación

Resulta problemático para un país en el que la educación es deficitaria que el sector de Educación devuelva todos los años una parte importante de recursos por falta de capacidad de ejecución, constituyéndose en el “sexto peor” en ejecución presupuestal. Existe un serio problema de Gestión en el Ministerio de Educación, que obliga a una reingeniería de los procesos administrativos y de las prioridades presupuestarias. Conviene señalar que, incluso, en los últimos años el presupuesto educativo ha sido objeto de importantes incrementos de recursos presupuestales producto del crecimiento de la economía, del canon y regalías.
Pese a eso, también es real que el presupuesto es escaso para las necesidades existentes, alrededor del 3% del PBI, mientras que el promedio para América Latina supera el 4% del PBI y en otros países alcanza el 6% del PBI, que es la meta establecida en el Acuerdo Nacional y el Proyecto Educativo Nacional.

ii. Bonos educativos
El sistema educativo en la mayor parte del mundo es un sistema de subsidio a la oferta financiado con los impuestos nacionales. El Estado, con el dinero de los contribuyentes, mantiene una red de escuelas y les entrega los recursos directamente sin considerar su calidad. Cualquier escuela o maestro cuenta con un presupuesto fijo y garantizado sin importar si sus alumnos verdaderamente están aprendiendo. No existe competencia ni incentivos para que las escuelas públicas busquen mejorar su competitividad.
Si bien se pueden introducir mejoras en la evaluación de los maestros, para que sea más integral, no cabe duda que la Carrera Magisterial es una de las principales reformas adoptadas en nuestro país. Es imperiosa la necesidad de complementarla, sin embargo. Para ello, adoptaremos programas piloto que se ampliarán en caso su evaluación independiente sea favorable, como el siguiente. En las zonas en que la oferta de educación pública es amplia, se puede permitir a los padres de familia, la madre específicamente, la oportunidad de elegir en qué colegio estudiará su hijo. El Estado emitirá cheques –vouchers– a nombre de la madre, que solo sirven para financiar la educación de su hijo, identificado apropiadamente, en un mes determinado. El voucher financiará íntegramente la educación en un colegio público. Alternativamente, financiará gran parte de la educación de la niña o el niño en un colegio privado. Así, se promoverá la competencia entre colegios públicos, así como estos y colegios privados. Los malos colegios públicos irán perdiendo sus alumnos, con lo que será evidente para las autoridades que su calidad es deficiente

iii. Programa Incentivo a la Excelencia en Educación Secundaria

Este programa buscar incentivar la excelencia académica a los alumnos en la educación secundaria que estudian en las zonas rurales y más pobres del país. La entrega de un cheque de S/. 200.00 estará también sujeta a la asistencia, permanencia y competitividad del alumno de educación secundaria.
Se prevé que, dentro del programa, a través de un sistema de donación de libros, los mejores estudiantes tengan acceso a diversas publicaciones y, en varios casos, a herramientas tecnológicas que les permitan acceder al conocimiento. 
La pobreza impide a muchos estudiantes acceder a una educación superior, por lo que el programa de incentivo a la Excelencia contempla que, con relación a las más altas notas a nivel nacional, los mejores alumnos obtengan una beca de estudios en la universidad privada de elección.
iv. Descentralización de la Escuela Mayor

Es necesario concentrar esfuerzos y hacer seguimiento a aquellos alumnos cuyas notas escolares superan  a la del promedio a nivel provincial, para lo cual se prevé la descentralización de la Escuela Mayor, que debe ser una experiencia a replicarse en algunas provincias del país de gran concentración poblacional de acuerdo a una agenda programática de expansión en cinco años. La gran escuela secundaria, como se subraya en el punto anterior, debe concentrar sus esfuerzos en detectar a aquellos estudiantes cuya excelencia académica debe dar pie a una promoción profesional especial.
En los distritos apartados en zonas rurales, en cuya cercanía se prevé la instalación de la Escuela Mayor, se concebirá un sistema de expansión progresiva de transporte escolar. Para estos efectos se establecerá una agenda anual geográfica de localización del servicio, que incluya la adquisición y el alquiler de vehículos.
v. Programa Excelencia Docente
Este programa buscar premiar a la calidad del conocimiento de los profesores, en los distintos niveles de educación, con énfasis en zonas rurales de pobreza extrema. Los profesores premiados serían 10,000 de un total de 105,729. Este programa tendría un efecto inmediato sobre los alumnos que asisten a estos colegios.
El Ministerio de Educación tendrá un programa de Biblioteca en casa que facilite progresivamente a los 10,000 maestros, el acceso a los libros de su especialidad y complementarios, así como programará concursos de becas de perfeccionamiento docente en el Perú y el extranjero.

vi.
Reforma del Programa de Educación Rural

El Programa de Educación Rural busca no sólo incrementar la cobertura, sino también la calidad de la enseñanza. Para ello, una de las propuestas esenciales de la reforma es proporcionar a los docentes un incentivo económico de por lo menos el 30% de su sueldo, para que se desplacen hasta los centros educativos ubicados en zonas de difícil accesibilidad. Esto podría asegurar un mayor compromiso con la labor docente.

vii.
Programa de Escuela de Padres

Se observado que el nivel de instrucción de los padres y su grado de alfabetismo influyen en los niveles de deserción y repitencia, habiendo una relación directa entre la educación de los padres y el aprendizaje de los hijos.  Este programa tiene por finalidad la interacción del padre en el desarrollo integral de los hijos. 
Se prevé el uso de la Televisión y la Radio para la mejora educativa de los padres a través de una programación didáctica que, además, incentive la participación de los televidentes (ver punto ix)

viii.
Reforma del Programa de Alfabetización

La reforma orientada a desterrar el analfabetismo funcional debe centrarse en tres puntos. Primero, incrementar el número de facilitadores bajo el esquema de premios por resultados. Segundo, generar incentivos para que la población, fundamentalmente rural y femenina, asista a los centros de enseñanza. Tercero, crear entornos alfabetizados para el refuerzo de los “graduados”.

ix. Métodos de educación a distancia

La tecnología de las comunicaciones debe implicar su uso en la educación y, especialmente, en la promoción de vocaciones científicas y humanistas. La programación de la llegada y uso de Internet a determinados distritos apartados del Perú así como la promoción de esta herramienta como un sistema de capacitación escolar en todo el Perú es una tarea que se debe hacer. 
Se programará el desarrollo de cursos completos en áreas como Historia, Geografía, Lengua y otros temas de mayor especialización dictados por autoridades de primer nivel y colgados en la red para que cualquiera pueda bajarlo o ser distribuidos  a través de CDs a costo del medio magnético y así ponerlos al alcance de todos a manera de “Plan Lector Digital” (ofrecido, especialmente, a profesores de cada especialidad). Esto podría ser un medio útil para dar oportunidad de compensar las deficiencias en la información que se recibe en las aulas.
Por otro lado, el Canal y la Radio del Estado (TV Perú y Radio Nacional) deben reformular sus contenidos para convertirse en escuelas del aire, difusores y sembradores de vocaciones del conocimiento científico, las artes y las humanidades. Tal funcionamiento supone una reingeniería y la asociación con universidades públicas y privadas.

5.2.4. Justicia y Bienestar

i. Programa de Inserción Social para Niños y Adolescentes Trabajadores y de la Calle

El programa está dirigido a atender a niños de la calle y brindarles un servicio integral con el objeto de su reincorporación a la sociedad; la culminación de sus estudios primarios o secundarios; y finalmente el aprendizaje de un oficio que le permita obtener algunos ingresos monetarios.  La tercerización del servicio generará que se mejore la calidad y se logre la reinserción permanente de los niños.

ii. Programa de Lucha contra el Abuso Sexual de Infantes y Adolescentes

Este programa tiene como objeto atender a los niños menores de 12 años que viven en situación de abandono y a aquellos adolescentes entre 12 y 18 años de edad en situación de extrema pobreza. Al igual que la propuesta anterior, se busca insertar a la población beneficiaria en la sociedad bajo una atención integral.

5.2.5. Capital Físico

i. Vincular a los pobres extremos con el mercado de bienes y servicios de forma sostenible

Fusionar todos los programas de carácter productivo, de esta manera y bajo un mismo enfoque se puede atender a la población en extrema pobreza. En primer lugar, el programa se encargaría de establecer la demanda de un bien en los mercados nacionales e incluso internacionales. En segundo lugar, se inicia el proceso de promoción de producción por parte de grupos organizados de jefes de hogar en pobreza extrema. Paralelamente, se invierte en la capacitación de las personas o se incentiva a la inversión privada a hacerlo. Todo ello con mecanismos de evaluación y graduación. Se pretende utilizar la experiencia del programa Sierra Productiva otorgándole apoyo gubernamental para su difusión y mejoramiento en la generación de nuevas técnicas de aumento de productividad 
ii. Creación de un programa adicional para el Banco de Materiales en pro de los pobres extremos que se complementaría con la propuesta anterior

Este programa buscaría solo beneficiar a los hogares en extrema pobreza que hayan aprovechado las oportunidades de vinculación con el mercado. Como incentivo positivo se les plantea la construcción o mejora parcial de las viviendas, previa formalización de sus inmuebles. Ello serviría para aumentar el valor de los activos que tal vez en futuro pueda servirles como instrumento de garantía ante un proceso de endeudamiento.
5.2.6. Programa Juntos

Con respecto al programa de Transferencias de Efectivo Condicionadas, la mejora de la operatividad gira en torno a cuatro puntos importantes:

i. Primero, publicar las fichas socioeconómicas de los beneficiarios a través de medios virtuales así como desarrollar  una evaluación anual de la ejecución del programa. De esta manera se puede observar los cambios de indicadores de rendimiento escolar, niveles de salud, alimentación de los niños y registro de identidad de los infantes, y en general los procesos que hacen la posible la transferencia.
ii. Ampliar los usos del programa para poder integrarlos a esquemas de productividad como el de Sierra Productiva 

iii. Segundo, mejorar paulatinamente el sistema de focalización de los beneficiarios, enfatizando que únicamente se trabajará en las zonas rurales, prioritariamente de la selva y sierra.

iv. Tercero, implementar un sistema de graduación que permita liberar recursos para ampliar la cobertura.

v. Finalmente, desterrar cualquier realización de proyectos productivos pero si proveer información de otras acciones del gobierno y la sociedad civil que promuevan el desarrollo de pequeñas y microempresas con enfoque de mercado.

5.2.7. La Tercerización

La tercerización como una medida que busca mejorar la calidad del servicio hacia el pobre extremo es una alternativa para que los programas sociales sean manejados por el sector privado, con los recursos del Estado. Para que ello se dé, se mantiene el supuesto de que este sector provee un servicio costo-efectivo con respecto a lo que el Estado ofrecía. Particularmente, esta política se aplicaría a los programas enfocados en el capital físico, donde la calidad de la inversión no es la esperada.

5.2.8. Sistema Nacional de Monitoreo y Evaluación del Gasto Social Focalizado en los grupos vulnerables de la infancia
Se propone la aprobación del Proyecto de Ley 11441 de creación de un Sistema Nacional de Monitoreo y Evaluación del Gasto Social Focalizado en los Grupos Vulnerables de la infancia. Este articularía los esfuerzos sectoriales de todas las entidades ejecutoras de los programas y proyectos públicos relacionados al gasto social, con el fin de crear mecanismos de evaluación y seguimiento.

La información que emane de los subsistemas será elevada a la Defensoría del Pueblo y el Ministerio de Economía y Finanzas. Estos se encargarán de la revisión de los resultados y de verificar la calidad de la información. Si las entidades encuentran problemas en la calidad de la información o en las evaluaciones de resultados, tendrán la facultad de tercerizar los subsistemas en aras de una mejor eficiencia del gasto social. 

5.2.9. Participación de Cooperación Popular.

El relanzamiento de COOPOP será un objetivo prioritario en la tarea esencial de lucha contra la pobreza extrema.

El planteamiento de volver a priorizar la intervención de Cooperación Popular en este tipo  de tareas, obedece al hecho que en el pasado se logró alcanzar por esta  vía un reconocido éxito en el cumplimiento de sus fines, dada la gran identificación  de  la población con el principio esencial que guía el accionar de este programa y que se inspira en una costumbre ancestral de nuestra población,  el trabajo comunitario por “reciprocidad”.

De esta forma y a través de las actividades de COOPOP será posible desarrollar planes  de construcción de infraestructura en las zonas rurales, con la participación directa de la población involucrada.

También se promoverá esta intervención en programas educativos, especialmente en las campañas de alfabetización.

Para estos efectos se reactivara el área de COOPOP Universitaria, particularmente en el caso de las Universidades Estatales, para brindarle al estudiantado la posibilidad de devolverle a la sociedad, lo que ésta ha invertido en su formación profesional.

Evidentemente los programas de COOPOP Universitaria formarían parte del currículo del Centro de Estudios como un curso voluntario que daría lugar a los créditos correspondientes.

6. ECONOMÍA PERUANA: DIAGNÓSTICO Y PROPUESTAS
6.1. Lo que se ha logrado:
· La economía peruana viene creciendo sostenidamente en los últimos 10 años a una tasa promedio de 5.7% gracias a un manejo prudente de las políticas monetaria y fiscal y unas favorables condiciones de la economía mundial. Con excepción del exiguo crecimiento en el año 2009, el PBI ha crecido sin sobresaltos, sin volatilidad a pesar de los vaivenes de la política interna. La tasa de inflación ha estado dentro de los límites establecidos por el Banco Central, mostrando que el Perú puede ser una economía que crece sin tener que padecer otra vez los males de altas inflaciones. La inflación promedio de los últimos 10 años se ha situado en 2.2% promedio anual incluso inferior a la de los EEUU que ha sido de 2.4%
· Si tomamos una mirada de mediano plazo lo que veremos es que el Perú truncó una larga etapa de crecimiento con el inicio del gobierno militar de Velasco. A partir de ahí vinieron casi 30 años de crecimientos artificiales, todos los cuales terminaron en crisis, cada una peor que la otra. Desde la década del noventa el Perú regresó a una etapa de crecimiento. Tras la pausa de la crisis internacional y de la fuga del presidente Fujimori el Perú retomó un ciclo de crecimiento. No debemos permitir que se desande lo andado, sino concentrarse en corregir aquellos aspectos que hacen falta. 

· Este crecimiento ha permitido reducir la pobreza de 54.3 a 34.8por ciento y la pobreza extrema de 24.1 a 11.5 por ciento.  Es importante mencionar que cuando se desagrega regionalmente la evolución de la pobreza lo que se encuentra es que los más pobres entre los pobres (los pobres rurales) han sido los que más han mejorado su situación. Para muchos estos resultados son insatisfactorios pues el PBI ha crecido en 75 por ciento en la década desde el 2000 y la pobreza se redujo en sólo 28%. Para muchos el problema del actual modelo económico es que sólo beneficia a una minoría y eso es parcialmente cierto. Lo que sin duda es cierto es que los mayores recursos fiscales logrados por este crecimiento de la economía han permitido que se privilegie el aumento del gasto corriente de manera importante.  Esto se ha justificado como el precio de frenar las presiones sociales. Puede ser que estas se hayan visto parcialmente atendidas, pero hoy tenemos una burocracia más frondosa y más costosa. Muchos quisieran prometer milagros pero debemos trabajar con responsabilidad y pensar que buena parte de los grandes problemas de nuestro país no pueden arreglarse mágicamente o por pura voluntad. Lo que hace falta es hacer bien las cosas durante mucho tiempo. Sólo así se podrán reducir los niveles de pobreza de manera sostenida.

· El crecimiento de la economía ha sido acompañado por un record sin precedentes en exportaciones y por un aumento en la inversión privada. Hoy exportamos 5 veces más de lo que hacíamos sólo hace 10 años. A diferencia de otras ocasiones en nuestra historia económica, este crecimiento es sostenible porque está basado en una apuesta por integrarse a una dinámica economía global aprovechando las ventajas del comercio y nuestras propias capacidades y recursos. Para esto se logró el acceso preferente de casi el 80% de nuestras exportaciones a los principales mercados del mundo a través de la firma de varios tratados de libre comercio con las economías más importantes del planeta
· El gobierno ha logrado reducir en parte algunas de las vulnerabilidades más grandes que tiene nuestra economía. Las vulnerabilidades más grandes del Perú son ser una economía dolarizada, y muy endeudada. Además, el Perú sufrió de recurrentes déficit en cuenta corriente que impedían sostener tasas de crecimiento altas. En ese sentido, esta experiencia de crecimiento se ha apoyado no sólo en el  dinamismo de nuestras exportaciones sino en un sólido avance de la demanda interna con un gran componente de inversión privada. El auge de las exportaciones ha permitido que no aparezca ningún desequilibrio en las cuentas externas, las reservas internacionales hoy suman más de 33 mil millones de dólares, mientras en el 2001 eran menos de 9 mil millones de dólares. Asimismo, el grado de dolarización de la economía ha caído de 72 por ciento al 43 por ciento. Finalmente, la deuda pública como proporción del PBI ha bajado de 46 por ciento del PBI a menos del 25 y la deuda externa es de sólo 14 por ciento. 
6.2. Los grandes retos que enfrentan el Perú y los peruanos:

Los principales retos que enfrenta la economía peruana son: (i) La mejora de su institucionalidad, (ii) la falta de infraestructura productiva, (iii) la escaza innovación y (iv) la acumulación de capital humano vía educación y salud
Si evaluamos la capacidad de producción de nuestra economía encontraremos muchos puntos débiles. Listemos los más importantes:

· Limitada capacidad para generar puestos de trabajo formales. En nuestro país 2/3 de la mano de obra es informal, típicamente empleada en empresas de baja productividad que no pueden superar la costosa barrera de la formalidad.

· Las enormes deficiencias en nuestro capital humano. La mayor parte de la educación pública es una estafa a los padres y a los alumnos, a quienes se les dice que saldrán preparados para enfrentar un, cada vez más, competitivo mercado laboral. Finalmente, muchos de ellos se ven forzados a aceptar trabajos que poco tienen que ver con sus capacidades o intereses o, de lo contrario, optan por migrar al exterior buscando un mejor futuro para ellos y sus familias.

· Una limitada infraestructura que impone un piso disparejo a los peruanos. Nuestra variada geografía por un lado nos brinda una serie de ventajas pero también una serie de desventajas. No tiene las mismas oportunidades quien vive en Iquitos que aquel que vive en Piura, sólo por una cuestión de infraestructura.

· ¿Qué sucede si no hacemos nada al respecto de estos puntos? La respuesta es muy simple: ahondaremos los problemas de exclusión social que el Perú ya enfrenta. En forma muy resumida tendremos dos grupos de peruanos: aquellos que tienen acceso a educación y salud de buena calidad y por lo tanto oportunidades para mejorar sus niveles de ingreso y aquellos condenados a vivir en la pobreza sin oportunidades para progresar gracias a su esfuerzo. Eso es simplemente inaceptable.

6.3. Las propuestas
· Garantizar la estabilidad monetaria. El Perú hoy goza de una sólida estabilidad monetaria. Han pasado 20 años desde que se derrotó a la hiperinflación. Esto se logró a través de un Banco Central mucho más independiente de la voluntad de los políticos. No debemos creer que esta tarea ya está terminada. Hace falta profundizar las reformas para que el BCRP sea una institución totalmente independiente del Poder Ejecutivo a la hora de tomar sus decisiones. Para ello consideramos que:

Se debe continuar con el actual esquema de política monetaria basado en el compromiso explícito de un rango de tasas de inflación pero debe modificarse la estructura y composición de su directorio 

El Directorio del BCRP debe tener la presencia de un representante del MEF porque autonomía no implica acciones no concertadas. El MEF debe tener una voz en el Directorio pero no tiene por qué tener voto en el mismo.
Los directores del BCRP deben ser renovados por tercios en lugar de que su mandato coincida con el mandato presidencial. Si de lo que se trata es fortalecer las instituciones en el Perú lo que hace falta es que la independencia se construya estableciendo plazos distintos al del presidente. Para ello en un primer periodo de transición dos directores serán nombrados por 2 años, 2 por 4 años y 2 por 6 años. Luego podrán ir renovándose cada seis años de dos en dos. El presidente del BCRP deberá ser nombrado por 7 años.

Todos los directores deberían ser a dedicación exclusiva. Para que el BCRP sea un garante eficaz de la estabilidad monetaria necesita tener un directorio imbuido en su responsabilidad.

· Una política fiscal que no hipoteque nuestro futuro. Otro de los obstáculos a nuestro crecimiento sostenido ha sido una política fiscal irresponsable y miope. En muchas oportunidades hemos gastado sin la prudencia debida y hemos tenido que recurrir a impuestos que reducen nuestra capacidad de crecer. Por más que se estableció una Ley de Prudencia y Responsabilidad Fiscal en 1999 para evitar este tipo de comportamiento es poco lo logrado pues no ha habido año en que esta ley no haya sido violada. En este gobierno, si bien se ha logrado una meritoria trayectoria decreciente del déficit fiscal, esta se ha logrado gracias a impuestos temporales, favorecida por un ambiente de altos precios internacionales. Finalmente en la comparación internacional el Perú debió haber ahorrado mucho más durante los años de favorable contexto internacional. En ese sentido, se propone:
-No más impuestos temporales que no son temporales. El gobierno debe respetar su palabra cuando se establecen impuestos temporales, así como el gobierno les exige a sus ciudadanos, los ciudadanos se merecen del gobierno responsabilidad y cumplimiento de sus acciones.
-El ITF sólo debe recaudar información para ampliación de base tributaria vía una tasa insignificante, eliminando el objeto de recaudar. Así la SUNAT podrá utilizar dicha información para poder seguir en su tarea de fiscalización y ampliación de la base tributaria. 
-En línea con lo logrado en materia de reducir la evasión del IGV se debe generalizar el sistema de percepciones y detracciones pero SUNAT debe reconocer el esfuerzo de las empresas privadas que están colaborando en el esfuerzo de cobrar impuestos. En este sentido, SUNAT abonará 1 por ciento de lo recaudado a las empresas que vienen realizando la labor de agentes retenedores de impuestos.
-Se deben establecer penalidades al incumplimiento de la Ley de Prudencia y Responsabilidad Fiscal. El principal problema en el diseño de esta norma es que se debe ser flexible en el sentido de castigar el desvío sistemático de las reglas de prudencia y responsabilidad fiscal, no así el desvío temporal de las mismas. Un castigo muy severo hará imposible atraer a los mejores técnicos en la conducción de las finanzas públicas.
-Se debe introducir en la ley de prudencia y responsabilidad fiscal una regla que establezca que se debe tener un déficit estructural igual a cero. De este modo se consagra el principio de ahorrar en los momentos de abundancia para poder tener que gastar en los momentos de estrechez.
-Se deben incluir en los cálculos de sostenibilidad fiscal las deudas contingentes, es decir, las obligaciones potenciales del Estado para evitar sorpresas en el futuro que obliguen a que la política fiscal sea impredecible. El Estado peruano va a necesitar firmar más acuerdos de colaboración público-privados (APP) para desarrollar una serie de proyectos de infraestructura los cuales generan obligaciones contingentes para el Estado. En ese sentido, se necesita actuar con prudencia.
-El Estado peruano ha avanzado muchísimo en el manejo de su deuda, tras terminar de reestructurarla –refinanciar la deuda que no pagó– hace casi una década y media. Gracias a ello, le cuesta mucho menos pagar la deuda por lo que dispone de más recursos para otros usos, tiene acceso a deuda para suplir caídas transitorias de la recaudación tributaria o enfrentar una crisis internacional, además de estar menos expuesto a cambios en las tasas de interés internacionales, por ejemplo. La política de endeudamiento está transitando de financiar los gastos públicos a, principalmente, promover el desarrollo del mercado de capitales, con el objetivo final que emprendedores puedan financiar sus iniciativas sin ir a los bancos. En esa línea, proponemos redefinir el mandato del equipo de deuda para que pase a ser la Administración de Activos y Pasivos (Asset and Liability Management o ALM). En un primer momento, se consolidará y tercerizará la administración financiera de todos los activos y pasivos públicos. Una pequeña mejora en la administración de los más de S/. 54 mil millones que el fisco tiene guardado en bancos o fondos, por ejemplo, permitiría duplicar el presupuesto del Programa Juntos. Más adelante, se debe publicar los estados financieros consolidados del Estado peruano, para adoptar una estrategia de administración (financiera) de los mismos y explicitar oportunidades de inversión potenciales al sector privado.
-Se debe impulsar el proceso de eliminación de las exoneraciones tributarias que no han tenido mayor impacto en el desarrollo en diálogo permanente con quienes supuestamente serían los potenciales beneficiarios de estas exoneraciones. El objetivo final es subsidiar si es que hace falta hacerlo pero bajo dos principios básicos: (i) racionalidad económica, es decir que la medida sea la más adecuada en la obtención de lo pretendido, y (ii) que se haga transparente para toda la población los costos de dicha medida. 
Todas estas acciones deben conducir a que el Perú obtenga el grado de inversión que permitirá una mayor reducción del costo de financiamiento de las empresas privadas y del gobierno.
· Mejorar la calidad del gasto público. Esta es una de las reformas más postergadas por todos los gobiernos anteriores. Los esfuerzos por introducir el presupuesto por resultados se limita hoy a una parte insignificante del mismo (3%). No existe en el Estado peruano la sana costumbre de evaluar lo que se hizo, revisar en qué se debe corregir y dejar de gastar en aquello que no ha tenido mayor impacto. En la práctica se actúa como si nos sobrara los recursos fiscales. Se ha priorizado la supervisión del gasto en cuanto a cumplimiento de las normas pero no de la calidad del mismo. Para ello se propone: 

-Introducir mecanismos permanentes de evaluación de todos los programas de gasto público, estableciendo claras líneas de base e indicadores de desempeño. Se debe establecer como meta intermedia que el 60% de todos los programas se manejen de acuerdo al principio de resultados el final del próximo período gubernamental. Para ello se necesitan introducir indicadores de desempeño (eficacia, eficiencia, economía, calidad de servicio) que evalúen distintas dimensiones (y distintos ámbitos (proceso, producto y resultado).

-Introducir un rol más activo del Ministerio de Economía en el gasto de las regiones. Una de las lecciones de estos años que no se quieren asumir es que las regiones no tienen la capacidad técnica para evaluar, diseñar y proponer proyectos de inversión pública. El resultado ha sido un desvío de estos recursos a gastos corrientes, y por lo tanto, una disminución de la calidad del gasto público.

-Se adoptará finalmente un programa general de compras electrónicas como elemento de eficiencia y eliminación de corrupción. 

· Mejorar la supervisión del gasto público. Uno de los problemas más severos en el manejo del gasto público es que existe una percepción de ineficacia con respecto a la supervisión. Asimismo, existe una percepción de falta de independencia. Para atacar estos problemas de raíz se promoverá que el Contralor General de la República tenga más presupuesto para llevar a cabo su actividad de control.

· Perfeccionar y aprovechar mejor la integración del Perú a la economía global.  El principal reto que tiene cualquier gobernante es permitir que la economía crezca. El Perú como cualquier economía pequeña debe estar lista para aprovechar del dinamismo de la economía mundial. Para ello el rol del Estado no puede ser sentarse a mirar que sucede. El Estado debe acompañar a la iniciativa privada proveyendo o buscando asociarse con el sector privado para reducir la enorme brecha de infraestructura (carreteras, puertos, aeropuertos) y de educación y salud que aún tiene el país. Se debe entender que los peruanos aprovecharemos aún más la integración comercial con las economías más dinámicas si es que contamos con la infraestructura necesaria para ello. De que vale tener un mercado para nuestros productos si para llevarlos a dicho mercado no tenemos las vías de comunicación.

· Promover la competencia en todos los mercados pensando en los consumidores.  

Los peruanos nos hemos beneficiado como consumidores de una sana competencia entre empresas. El rol del Estado es establecer normas que promuevan esta competencia en todos los mercados. Al ser una economía pequeña siempre existirá el riesgo de que haya pocas empresas grandes en muchos sectores. Eso no se puede evitar, pero el reto es evitar que estas empresas hagan uso abusivo de una posición de dominio en el mercado.  Para ello se requiere fortalecer las instituciones que tienen a su cargo la promoción de la competencia y la defensa de los derechos de los usuarios. Ya hemos visto durante estos años como el simple hecho de proveer más información a los usuarios es un elemento esencial que promueve la competencia. 

· Promover la Formalidad más que combatir la informalidad. El rol del Estado no es combatir la informalidad en el sentido de perseguirla sino buscar reducirla sobre todo dado que el propio Estado (central y local) es en buena medida el culpable de la existencia y tamaño del sector informal. En la discusión sobre qué hacer con la informalidad uno debería poder contestar: (a) porqué una nueva empresa no se registra como formal, (b) porqué una empresa informal en operación no opta por formalizarse sino se mantiene como informal, (c) porqué una empresa formal en operación opta por informalizar parte de sus operaciones.
Las costosas trabas burocráticas impiden que las nuevas empresas pequeñas opten por la formalidad. En ese sentido, se necesita un programa que trabaje junto con los municipios para reducir los distintos procesos y permisos que se requieren para ser formal. Igualmente, se deberá pensar hacia delante y no buscar que las empresas paguen multas y moras por no haber operado como empresas formales. Se necesita atraer a las empresas a la formalidad y no perseguirlas. Finalmente el gobierno central y la SUNAT deberán buscar simplificar sus procedimientos para que pagar sus impuestos sean un trámite que lo pueda hacer también un microempresario que no tiene un ejército de contadores y abogados a su disposición. No se puede seguir pensando que todas las empresas son iguales. Eso solo lleva a que se sigan dando normas imposibles de cumplir para la mayoría de las empresas, inclusive por aquellas que tienen la voluntad de hacerlo. Dicho de otra manera el Estado debe lograr que los costos de la formalidad sean excedidos por los beneficios que acarrea ser formal.  Se debe otorgar paquetes completos  a las pequeñas y microempresas que incluyan en un todo elementos que vayan desde seguridad social y jubilación hasta asistencia técnica en contabilidad, comercialización interna y externa y preparación para acceder al crédito a tasas competitivas. 
· Promoción de la pequeña empresa. El problema del empleo en el Perú es fundamentalmente uno de subempleo. Es decir, individuos y pequeñas y microempresas que operan con niveles de productividad muy reducidos. El problema está ligado indudablemente al tema de la informalidad y a la falta de articulación de estos individuos y empresas con los medianos y grandes productores, así como su escaso al financiamiento formal, tecnología y acceso a mercados de alto valor, incluyendo el internacional.
El Perú ha logrado el año pasado por primera vez que más del 50% de la Población en Edad de Trabajar (PET) tenga empleo clasificado como adecuado. Pero la brecha sigue siendo enorme. Se trata de un problema cuya solución es impostergable porque el grueso del empleo en el País se genera dentro de las microempresas sin contar con los más de 3 millones de minifundistas con niveles de productividad y capacidad de generar ingresos incompatibles con un nivel de vida digno.

Por lo tanto, las acciones gubernamentales para promover que los peruanos se procuren ingresos dignos, son de naturaleza múltiple, dependiendo del ámbito rural o urbano y de las necesidades propias de cada segmento en su tarea de generar niveles más altos de productividad. Además, en el sector rural, gran parte de la tarea de promoción que deberá llevar a cabo el Estado está interrelacionada con acciones decididas a favor de la educación, la salud y la integración a los mercados urbanos.

Se debe enfatizar que no es el tamaño de la unidad productiva aquello que determina de manera intrínseca la baja productividad, la realidad de los países avanzados revela que el tamaño promedio de las empresas en países como EE.UU., Japón o Italia, es en efecto similar al de la microempresa peruana. Son los factores de vinculación con empresas de mayor escala (cadenas productivas, clusters, subcontratación, etc.) y mercados y su operación con mejor tecnología para lo cual es necesario el acceso al crédito formal, las claves para su desarrollo.

Entre los pobladores del ámbito rural, deberá ser el Estado que además de cumplir con sus obligaciones en la provisión de servicios básicos, apoye en temas como los de información y asistencia técnica para el mejoramiento de cultivos, sanidad animal y vegetal, y ayudas para fomentar asociatividad y acceso a mercados.

7. REFORMA DEL SISTEMA EDUCATIVO
El sistema educativo peruano cuenta con más de 8 millones y medio de alumnos distribuidos a lo largo del territorio nacional en más de 60 mil centros de estudios públicos como privados. Asimismo existen no menos  de 18 mil programas no escolarizados. Y cuenta,  en su conjunto, con más de 400 mil docentes.
Sin embargo, el sistema no está funcionando adecuadamente. En  realidad es sumamente deficiente,  por lo que no llega a cumplir sus verdaderos objetivos, llegando a constituir en muchos casos en una estafa para los padres de familia. El gasto público en el sector, que representa aproximadamente el 3 por ciento del PBI, resulta claramente insuficiente y se encuentra punto y medio por debajo el promedio  latinoamericano, que supera el 4.5 por ciento.
No obstante esta falta en la inversión en educación,  no  constituye la única causa   del profundo deterioro en la calidad de la enseñanza impartida, pues esta deplorable situación ha sido ocasionada por distintos factores y se materializa en el muy pobre  nivel de formación de nuestros estudiantes, los que se encuentran a la zaga del mundo en cuanto a rendimiento.
Esta crítica realidad hace imperativo poner en marcha una profunda reforma que modifique desde su raíz su actual estructura y concentre su atención en el  alumno, que indudablemente debe constituir su objetivo fundamental. 
 Por eso  debe iniciarse de inmediato una profunda revisión de los distintos factores que menoscaban su desarrollo.
Entre los años 1993 y 94 la UNESCO-OREALC, el PNUD, el BIRF, la GTZ y el MINEDU, elaboraron el “Diagnostico General de la Educación”, documento que reconoce como logro del sistema el elevado acceso a la educación  preescolar, primaria, secundaria y universitaria, sin embargo resulta muy crítico en cuanto a la calidad de la enseñanza impartida, por lo que concluye incidiendo en las siguientes seis grandes deficiencias:

· Carencia de un programa nacional de educación y falta de liderazgo por parte del Ministerio de Educación. 

· Insuficiencia de inversión en el Sector. 
· Exceso normativo y rigidez burocrática. 

· Inadecuado currículo para la educación básica. 

· Falta de materiales educativos idóneo. 
· Deterioro en la infraestructura y mobiliario escolar.       
 
Dentro de este mismo orden de ideas, Richard Webb en su Estudio “Human Resources in Public Health and Education in Peru” nos describe la realidad siguiente:
· El magisterio se ha acomodado a la situación de  deterioro de todos los órdenes y  creando inclusive distintas modalidades de ingreso adicionales en el sector privado, por lo que han perdido incentivos para autogenerar mejoras en el sistema. 
· La burocracia administrativa y los políticos en general viene aprovechando el caos y la confusión actual para medrar  en provecho propio, haciendo favores personales y proselitismo. 
· La, hasta ahora, única sindicalización gremial, que actuó en representación de una masa de trabajadores y no de un grupo de profesionales bajo criterios de mérito profesional. De este modo, debe quedar claramente establecido que el proceso de modernización de la educación peruana implica la puesta en marcha de acciones drásticas que cambien los pésimos resultados que viene generando. 

Por este motivo corresponde reconocer también, como lo expresa Webb, que se requiere una presión exógena para contribuir a propiciar una profunda reforma educativa., por lo que es necesario crear conciencia entre los usuarios para que estos exijan el cambio. El poder del usuario de exigir una mejora tiene un gran potencial, por ello es necesario informarles  de la realidad. Los Consejos Educativos Institucionales (CONEI), el Colegio del Magisterio, así como un monitoreo y evaluación de la tarea educativa por  terceras instituciones especializadas podrían ser muy útiles en esta tarea. 
Dentro de este orden de ideas, es necesario tener presente el profundo proceso de sindicalización del profesorado, razón por la que debe promoverse la revalorización del magisterio recompensando el trabajo de los buenos docentes y reconociendo que el alumno es el  objetivo central de todo el sistema educativo.
Por eso se torna imperativo introducir elementos que instauren criterios de evaluación técnica y profesional en la carrera magisterial y que ello se materialice a través de la estructura remunerativa y de programas de formación y  capacitación profesional.
En cuanto a la cobertura corresponde reconocer que el Perú ha hecho significativos progresos, sobretodo en expansión de la infraestructura, esfuerzo que debe ser continuado, sobre todo en las zonas rurales.
Énfasis semejante tendrá que llevarse dentro del marco de la universalización de la educación, especialmente en lo que se refiere a la educación inicial y primaria, así como al acceso a la educación secundaria en zonas rurales, que aun es muy baja. Para esto efectos habrá, adicionalmente, que adecuar también los ciclos de enseñanza a la realidad del  campo a efectos de compatibilizar las actividades educativas con  la realidad agropecuaria de cada zona.
Otro aspecto que resulta indispensable revaluar es el referido al programa nacional de educación, el mismo que debe adecuarse a la pluralidad cultural del país y a los requerimientos  de los educandos de acuerdo a su propio hábitat. Hay, asimismo, que actualizar los programas y métodos educativos priorizando el uso de los más modernos materiales de enseñanza e información.  Para estos efectos debe potenciarse el uso  intensivo de la informática  y  de  programas de educación a distancia para permitir que la universalización del conocimiento constituya una oportunidad  real para todos. Al respecto se promoverá el empleo intensivo  de equipamiento computacional, accediendo al programa puesto en marcha por la ONU, e intensificando el uso de  Internet y de la red de cabinas públicas existente a nivel nacional, completándolo gradualmente en las zonas más apartadas del país.
El recurrir a métodos modernos en la transferencia de conocimientos tendrá también como objetivo el abaratar los costos de la educación y particularmente el del acceso a la información que hoy en día es requisito indispensable para el desarrollo  de un país, por lo que este esfuerzo abarcara además a la población no escolarizada para acrecentar su formación cultural.
Será necesario  revaluar la asignación presupuestal de los recursos invertidos, propiciando un uso más racional de los mismos y sobretodo incrementándolos progresivamente conforme se vaya ejecutando la reforma educativa, materializando su descentralización y mejorando el sistema en su conjunto.
Otro aspecto central de esta reforma  se relaciona precisamente con la necesidad de descentralizar la gestión educativa, tanto geográficamente como a nivel de los propios centros educativos. 
Para cumplir este objetivo es indispensable reconocerle un rol  protagónico a la comunidad educativa en su conjunto. Para estos efectos, el rol de los entes municipales y de autoridades locales debe cobrar mayor importancia De igual modo debe propiciarse la activa participación los padres de familia y en particular hay  que dotar a los directores de los centros educativos de autonomía y atribuciones suficientes para gerenciar adecuadamente dichas instituciones de estudio. Son estos profesionales los que deben ejercer el papel principal en cuanto a las decisiones de índole pedagógicas, para lo cual debe reforzarse también el rol de los Consejos Educativos Institucionales reconocidos en la propia Ley General de Educación.
Finalmente y desde otro ángulo,  tampoco se puede omitir el hecho que aún persiste una numerosa población en situación de analfabetismo, por lo que dentro del marco adicional de lucha contra la pobreza extrema será necesario poner en ejecución un programa destinado a erradicarla, para lo que inclusive se promoverá la generación de un programa de cooperación popular educativa que coadyuve a enfrentar este problema en el más breve plazo

8. NARCOTRÁFICO Y LA ECONOMÍA DE LA COCA
El problema del cultivo ilegal de la coca aparece con cierta significación a inicios de la década de los 70, durante el gobierno militar y luego que este abandonara los esfuerzos de inversión ejecutados durante el gobierno del Presidente Belaúnde que había iniciado un programa muy intensivo de inversiones en la Ceja de Selva con financiamiento internacional.
El drástico y abrupto recorte de la inversión pública, sobretodo en la zona del alto Huallaga, aunado y agravado aun más por  los efectos perniciosos del proceso de Reforma Agraria puesto en marcha  a fines a mediados del año 69, provocó un decaimiento económico muy significativo, lo que fue terreno propicio para que, con la influencia directa del narcotráfico de origen colombiano, se iniciara un rápido auge en el cultivo de la hoja de coca en esa  región de la selva alta del río Huallaga. 
 Desde esos años hasta la fecha, el proceso ha tenido distintas fases en su evolución y lo que era hasta hace algunos años un problema básicamente circunscrito a los sombríos ilegales de la hoja de coca, se ha transformado en la presencia inequívoca de una producción local dedicada aproximadamente en un 95 por ciento  al Clorhidrato de Cocaína. Es decir que se ha iniciado en el país un proceso distinto y claramente vinculado al narcotráfico.
La situación se torna aún más grave desde que, conjuntamente con este  problema, la presencia de grupos armados que dicen defender posiciones políticas ultra radicales, convierten el tema  en un asunto altamente delicado y que merece un tratamiento especial.
Al respecto corresponde tener presente que el denominado PLAN COLOMBIA ha influido directamente en la situación actual; ya que por lo general se reconoce que los requerimientos del narcotráfico para abastecer la demanda internacional de cocaína implican el cultivo de aproximadamente 200 mil hectáreas de coca. En este sentido un exitoso programa de erradicación de la coca en Colombia hace que el área erradicada sea sustituida cultivos en otras zonas geográficas aptas para el mismo. Ello ha ocasionado que las áreas dedicadas a estos fines en el Perú  sean del orden de 60 mil hectáreas y que su cultivo se haya extendido de la zona del Alto Huallaga a Zonas como los valles del Apurímac y del río Ene,  con el agravante de haber  incrementado su productividad.
Dada la complejidad de la situación, debe tenerse en consideración que cualquier planteamiento en busca de lograr enfrentar con realismo el problema  requiere partir de las siguientes constataciones:
En primer lugar tiene que reconocerse  que el narcotráfico genera un efecto pernicioso en la sociedad peruana y que los costos en términos del deterioro de las instituciones, la corrupción y la violencia que le son consustánciales, exceden de manera abrumadora cualquier beneficio que pueda reportar en términos de proveer un medio de vida a un grupo de la sociedad, o como ayuda de ingresos en la balanza de pagos. 
Una segunda constatación se refiere a la gran cantidad de compatriotas que tienen en el cultivo de la coca su principal medio de sustento y por lo tanto en el remedio del problema, la sola aplicación de acciones represivas no son parte de una solución duradera sino se le acompaña de un masivo esfuerzo para proveer a los campesinos de actividades—no sólo o necesariamente agrícolas—económicas alternativas verdaderas. El estado y sus instituciones deben mantener una presencia real en las zonas de cultivo. 
De otro lado, las acciones de represión del narcotráfico deberán ser mucho más vigorosas, decididas y creíbles si han de tener éxito y deben involucrar el apoyo de las fuerzas de orden pero también de toda la sociedad civil. 
· La coca se cultiva en el Perú principalmente en el Alto Huallaga y en los valles del Apurímac y el río Ene. Sin embargo, existen cultivos de relativa importancia en el Huallaga Central, Aguaytía, y algunas zonas de La Convención en el departamento del Cuzco. 
· El hectariaje se estima en más de 60,000 Has. Con una productividad que ha ido en ascenso debido en parte al mayor uso de insumos agrícolas. 
· Alrededor del 95% de los cultivos de coca tienen como destino a la producción de narcóticos. 
· En los años recientes muchos productores de coca han pasado a producir pasta básica de cocaína en pozas de maceración propias. 
Las acciones del Estado en el área de las relaciones internacionales deben incluir un fuerte elemento encaminado al convencimiento de la comunidad internacional de su corresponsabilidad en el fenómeno de la producción y tráfico de narcóticos y por lo tanto deben afrontar su responsabilidad aportando recursos materiales en proporción conmensurablemente mayor a la que hasta ahora ha estado disponible. 
Como parte de esta nueva estrategia, debe reconocerse que el comercio ilegal de la coca se mueve con la misma lógica del libre mercado, generando una “economía de la coca”, que por sus efectos altamente perniciosos no puede ser tolerada; pero que sólo puede ser frenada si paralelamente se logra crear circuitos económicos integrales sustitutorios, pues hasta la fecha el basarse solo en programas de cultivos alternativos ha resultado manifiestamente insuficiente. 
Dentro de este orden de ideas el planteamiento de solución debe abarcar aspectos más amplios que deben incluir no solo actividades económicas alternativas, sino además programas definidos de inversión en infraestructura,  nuevas fuentes de financiamiento y de medidas que faciliten y promuevan la incorporación de esas zonas al circuito económico legal. 
El esfuerzo en este sentido debe ser una de las tareas de mayor prioridad, pues el riesgo de fracasar en este propósito generará graves daños al país y sobre todo a su estabilidad política y social;  por eso es que desde ya el Estado Peruano debe encarar de manera mucho más efectiva la tarea de eliminar la influencia del narcotráfico en las instituciones fundamentales del País.

9. INNOVACIÓN Y REDUCCIÓN DEL MINIFUNDIO EN EL AGRO
9.1. Promoción de la innovación

Un área en la que promoverá una revolución científica y tecnológica orientada a la innovación es el sector agropecuario.

Uno de los efectos más perniciosos de la Reforma Agraria que implementó el Gobierno Militar en la década de los 70’s fue el enorme deterioro sufrido por la actividad agropecuaria, fundamentalmente porque se dejó de invertir en investigación y desarrollo. Esto ha significado no solo la pérdida de competitividad en muchos cultivos si no que ha provocado la desaparición de los logros alcanzados en décadas anteriores, como las referidas al algodón.

En este sentido, es indispensable iniciar un esfuerzo significativo para revertir esta situación de modo que los Centros Universitarios Especializados, como la Universidad Agraria recuperen el rol central que en estos aspectos cumplían antes de ocurrir el deterioro sectorial. Así, se fortalecerá la capacidad de investigación de dicha universidad con nuevos laboratorios y apoyo a la alta especialización de sus egresados, con énfasis en ingeniería genética. Asimismo, se reflotarán en coordinación con la Universidad Agraria, las Estaciones Experimentales del INIEA y se promoverá la creación, con participación de inversión de empresas, de institutos tecnológicos agropecuarios a nivel nacional.

En el aspecto ganadero, se hará énfasis en el mejoramiento de pastos a través de sistemas de riego optimizado, así como de mejoramiento genético de ganado ovino y camélido para mejorar la fibra y mantener el liderazgo mundial gracias a nuestra ventaja natural.

De otro lado, es una imperiosa necesidad contar con una legislación de aguas que incorpore mecanismos de mercado para la asignación de derechos de uso, de modo que se logre optimizar el aprovechamiento del agua, donde actualmente existe mucho desperdicio y contaminación en las zonas altas de las cuencas, lo que perjudica la productividad agropecuaria y encarece la potabilización del agua para consumo humano.
9.2. Reducción del minifundio en el sector agropecuario

Un tema crucial es la estructura de la propiedad agraria, tremendamente atomizada, compuesta en un 60 por ciento por predios de menos de 10 hectáreas. Esta realidad perjudica la productividad ya que impide el logro de economías de escala. Si a eso le agregamos el hecho de que el natural crecimiento de las familias tiende a reducir aún más la extensión de las propiedades y que existe una organización muy frágil que no favorece el establecimiento de acuerdos para homogenizar la producción, tenemos un escenario perjudicial a la competitividad agropecuaria. Por lo tanto, se promoverá y apoyará creación de sociedades anónimas a partir de las actuales SAIS y Comunidades campesinas, de modo que puedan contar con patrimonios con valor de mercado, capacidad de producción en mayores escalas y con posibilidad de invertir en innovación y asistencia técnica. 

10. POLÍTICA AMBIENTAL
En cuanto a la política ambiental, el enfoque es establecer un equilibrio en cuanto a las responsabilidades y los costos de la contaminación de los suelos agrícolas, el agua y el aire en las zonas altas de las cuencas, no concentrándonos en la minería, sino también atañendo a la agricultura, la industria y los asentamientos humanos precarios.

Contrariamente a lo que se cree, existe información de encuestas realizadas en el pasado reciente que establecen la conciencia ambiental de la población se sitúa en un 35%. Esto quiere decir, que a la población de todas las edades y estratos socioeconómicos le interesan los aspectos ambientales. Por lo tanto, es importante sentar una posición de protección de la sostenibilidad ambiental y haga planteamientos para mitigar, resolver, promover o generar conciencia en la población.

En tal sentido, la política ambiental se orientará a establecer mecanismo de mercado para asignar derechos de uso de los recursos ambientales (agua, aire, agua), los cuales podrán ser adquiridos por las empresas o personas que estén dispuestas a pagar el costo de reparar o revertir el daño ambiental que puedan causar con sus actividades. Esto incentivará sobre todo a las empresas industriales y mineras a invertir en tecnologías de producción menos agresivas con el ambiente y a vincularse más estrechamente con las sociedades locales a fin de que su accionar no disminuya la calidad de vida. Esta política implica fortalecer institucionalmente al CONAM a fin de que cuente con los medios tecnológicos necesarios para hacer una adecuada supervisión del impacto de las actividades productivas sobre el ambiente.

En cuanto al agua, la política de protección ambiental es compatible con la reforma propuesta para la gestión del recurso, donde el Estado reservará la provisión de fuentes a través de reservorios y embalses, efectuando una efectiva protección y vigilancia del  acceso al agua en las zonas altas de las cuencas, donde actualmente se contamina sin que exista manera de evitarlo ni hayan mecanismos de sanción efectivos. Complementariamente, es necesario también reformar las normas de regulación ambiental para hacer más onerosos los daños efectivos que se cometan. Asimismo, se reforzará la capacidad de operación de la policía ecológica.

En cuanto a las variantes sectoriales del tema ambiental, en el sector agricultura se tendrá a promover inversiones forestales a fin de contener la desertificación y la vulnerabilidad de los suelos cultivables. En cuanto a las zonas de cultivo, se promoverá el desplazamiento de cultivos contaminantes hacia zonas con más capacidad de resiliencia. Es el caso de los cultivos de arroz, que en la costa provocan la progresiva salinización de los suelos cultivables debido a la gran cantidad de agua que requiere y la escasa inversión en drenajes. Al respecto, la selva presenta características naturales que la hacen propicia para este cultivo con un costo ambiental mucho menor.

En el sector minero, se promoverán acuerdos de gestión entre las empresas mineras y las comunidades campesinas a fin de que estas puedan ceder parte de sus territorios desde la fase de exploración a cambio de una combinación de pagos fijos y proyectos de desarrollo local, que signifiquen recursos adicionales a las familias. 

El modelo de gestión del agua a través de concesiones de negocios componentes también es consistente con la política ambiental ya que permitirá una disposición eficiente de aguas servidas sin costo alguno para el Estado. Similar modelo se promoverá para el manejo de los residuos sólidos en zonas urbanas junto con las municipalidades para la promoción de la inversión privada.

Se enfatizará, asimismo, la protección de la reserva biológica peruana, actualizando permanentemente los inventarios de germoplasma y promoviendo la investigación científica a través de convenios con universidades y empresas extranjeras y nacionales que quieran hacer desarrollos en los campos alimenticio, farmacéutico y otros. En el marco de una política de promoción de derechos, la protección de derechos de propiedad de las personas y las poblaciones originarias será garantizada.

11. DEFENSA Y SEGURIDAD CIUDADANA
11.1. Propuestas de seguridad ciudadana
11.1.1. Introducción

La mejora de los niveles de seguridad en las zonas urbanas y rurales del Perú es un clamor popular desde hace una década. A nivel vecinal la seguridad ciudadana ocupa el primer lugar en las preocupaciones vecinales y a nivel nacional se ubica en el segundo lugar. Los ciudadanos del Perú tienen la más alta expectativa de la acción del Estado a fin de garantizar la paz social, la integridad física de los ciudadanos, la tranquilidad y la propiedad privada. La consolidación de los logros económicos del país así como la continuación del crecimiento económico registrado en los últimos años dependen en gran parte de los esfuerzos que realice el gobierno en materia de lucha contra la criminalidad. Siendo uno de los fundamentos de la creación histórica de los estados garantizar la seguridad externa e interna; el presente plan no puede pasar por alto la necesidad de realizar modificaciones sustanciales en la gestión de la seguridad ciudadana.

11.1.2. Propuestas

· La seguridad ciudadana debe ser re-priorizada como la segunda política nacional del Estado Peruano. Será la segunda prioridad del Estado la de fortalecer el sistema integral de lucha contra la criminalidad.

· Siendo la seguridad ciudadana un problema intersectorial e interdisciplinario se creará un Comité permanente de lucha contra la inseguridad ciudadana dentro del organigrama de la Presidencia del Consejo de Ministros, que será presidido por el Primer Ministro e integrado por el Ministro del Interior, el Director de la Policía Nacional, el Ministro de Educación, la Ministra de la Mujer y Desarrollo Social, el Presidente de Devida, el Presidente del Inpe, el Ministro de Justicia, el Ministro de Defensa, el Jefe del INEI, el Fiscal de la Nación, el Defensor del Pueblo y el Presidente de la Corte Suprema.

· Implementar y concluir la informatización de todas las Comisarías de la Policía Nacional del Perú a nivel nacional.

· Modificar los instrumentos de gestión del Ministerio del Interior creando el Vice-Ministerio de Seguridad Ciudadana que funcione en paralelo con los de Gestión Institucional y el de Orden Interno.

· Impulsar la modificación de la Ley que regula el Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana y su Reglamento otorgando al Vice-Ministerio de Seguridad Ciudadana competencias que vayan más allá de las meras funciones de coordinación y recopilación de planes de seguridad que actualmente ejerce la Secretaría Técnica de la CONASEC.

· Impulsar la creación del Sistema Nacional de Estadísticas y otros indicadores de la Criminalidad. Dicho sistema informará a todos los componentes del Comité Permanente de Lucha contra la Criminalidad sobre estadísticas de policía, estadísticas de serenazgo, estadísticas de violencia informada por los hospitales y clínicas, encuestas de victimización trimestrales, encuestas de delincuencia auto-revelada, estadísticas penitenciarias, estadísticas judiciales, y otros indicadores que permitan medir el impacto de las políticas públicas de seguridad ciudadana en un sistema de mejoramiento continuo de la seguridad ciudadana en el país. El sistema permitirá obtener información oportuna y confiable para el diseño de políticas públicas y toma de decisiones en materia de seguridad ciudadana. Incluyendo un sistema informatizado de denuncias que generará automáticamente estadísticas y mapas geo-referenciados de la criminalidad. Para garantizar la metodología del procedimiento de toma de datos y análisis de los mismos se celebrará un convenio de colaboración inter-institucional con el INEI.

· Promover el fortalecimiento del equipamiento de la policía nacional para el combate de la criminalidad.

· Mejora de la gestión del parque automotor de la Policía Nacional mediante el sistema de gestión de las unidades móviles mediante el sistema de arrendamiento operativo o renting. De esa manera se garantizará el funcionamiento permanente del 100% de las unidades móviles de la Policía Nacional del Perú y un sistema de mantenimiento de calidad, evitando también la formación de cementerio de vehículos policiales.

· Fortalecimiento del sistema de patrullaje mediante la racionalización del personal y la afectación de egresados de las escuelas a labores de seguridad ciudadana y  patrullaje.

· Implementación de una estrategia de acciones combinadas entre los cuerpos de serenazgo municipal y las Comisarías a nivel nacional.

· Promoción activa del fortalecimiento del trabajo preventivo de las Juntas Vecinales de Seguridad Ciudadana a nivel nacional.

· Fortalecimiento de la implementación de los laboratorios de criminalística a fin de contar con laboratorios descentralizados completamente equipados que permitan incrementar la eficacia de la investigación criminal.

· Reforma Integral del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana, de  los Concejos Distritales, Regionales y Provinciales de Seguridad Ciudadana mejorando las capacidades de los Comités y puesta en práctica de los planes locales mediante un monitoreo y supervisión sistematizados de su ejecución y cumplimiento.

· Una reforma presupuestal progresiva para los componentes del sistema de lucha contra la inseguridad ciudadana comenzando por el nivel remunerativo y equipamiento de la policía nacional.

· La puesta en marcha reforma integral del sistema de lucha contra la corrupción en los sectores relacionados con la criminalidad y la inseguridad ciudadana.

· La promoción de una reforma integral del sistema de justicia penal.

· El reforzamiento integral del sistema de resocialización y reeducación de los penales y centros de menores del país.

· La creación de un ente regulador y supervisor de los servicios de seguridad ciudadana brindados por los gobiernos locales por los que los vecinos pagan grandes sumas de dinero sin posibilidad de supervisar y garantizar la calidad y eficacia de dichos servicios.

    11.1.3. Tratamiento a veteranos de guerra y deudos de caídos en combate
Toda sociedad que respete a sus fuerzas armadas está en la obligación de equiparlas, así como de brindar un trato preferencial y especial a los deudos de quienes murieron en combate y a aquellos que sufrieron lesiones corporales permanentes.

Para tales efectos se pretende crear una entidad sin fines de lucro que permita suplir los actuales vacíos y carencias en esta área y que tenga como propósito gestionar los beneficios que el Estado Peruano y la sociedad en su conjunto les adeudan a estas personas y que les deben ser reconocidos y concedidos.

Asimismo se encargará al RENIEC la elaboración de un registro especial que permita identificar a los titulares de dicho documento obtener los beneficios que el programa otorgue.

Para estos efectos,  no se trata solo del uso de recursos públicos en la consecución de esto objetivos se trata también de lograr la participación activa de la sociedad en su conjunto; razón por la que la institución en cargada de desarrollar estos programas contará con un patronato que colabore en el logro de estos objetivos. 

12. REFORMA EN LA SEGURIDAD Y LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
12.1. Salas municipales de justicia

En línea con la propuesta de reforma política y de descentralización, proponemos una reforma en el sistema de administración de justicia que ponga este servicio fundamental más cerca de las personas mediante la creación de salas municipales para la resolución de delitos menores. Esto traerá como beneficio una rápida resolución de los delitos de mayor frecuencia en el país, con un ahorro sustantivo de tiempo y dinero para los afectados y para el Estado, así como la reducción de la carga procesal del Poder Judicial y el Ministerio Público. Asimismo, dado que la administración de estas salas es municipal, se podrán sancionar estos delitos menores con servicios a la comunidad, ayudando a despenalizar la justicia y a reducir el hacinamiento en las cárceles.

12.2. Modernización del sistema penitenciario

Complementariamente y en el marco de la estrategia de provisión de infraestructura social mediante el fomento de la participación privada, se promoverá un programa de concesión de cárceles para construcción de nuevos penales, más seguros, eficientes y sobre todo orientados a otorgarles a las personas privadas de libertad, algún grado de empleabilidad que le ayude a evitar reincidir en el delito y reintegrarse dignamente a la sociedad.

Este programa de concesiones se orientará a los sentenciados primarios, por delitos no graves y principalmente jóvenes, ya que en ellos es posible lograr los objetivos de resocialización.

� Los resultados electorales de la primera vuelta auguran tiempos difíciles para el Perú e implican un reto trascendental para quienes queremos avanzar hacia delante, pues ninguna de las candidaturas presidenciales impulsan las reformas institucionales que, a nuestro juicio, elevaría a los pobladores de nuestra patria a la categoría de verdaderos ciudadanos, ni generarán las condiciones que hagan posible el anhelo de prosperidad del pueblo peruano.





� Un defecto adicional del sistema peruano es la ausencia de límites para el gasto  congresal y la excesiva discrecionalidad del parlamentario, situación que facilita la depredación de los recursos públicos en beneficio propio, pues en los colegiados desprovistos de control adecuado, la responsabilidad individual se difumina tras la colectiva. Así, individuos respetuosos y mesurados, cuando actúan solos, pueden adoptar comportamientos vandálicos, cuando se desenvuelven en grupo. 





� A efectos de evitar la posibilidad de que un congresista acceda al congreso con el apoyo de un porcentaje exiguo del electorado, situación común cuando postulan muchos candidatos. En la segunda vuelta participarían los dos candidatos más votados, en aquellas ocasiones en las que ninguno haya logrado la mitad más uno de los votos válidos.





La ventaja de este sistema es que tendría un efecto reductor del número de partidos pero no sería tan brusco como aquel que tiene el sistema de mayoría simple o FPTP (First Past The Post), que se utiliza en los países anglosajones, como Inglaterra, Estados Unidos o Canadá, que encumbra al más votado, sin importar el porcentaje.





� Por excepción, las circunscripciones departamentales con población electoral insuficiente, como Madre de Dios o Tumbes serían considerados circunscripciones electorales, por derecho propio. 





� Calculada en este caso a partir de la insuficiencia de ingresos para adquirir una canasta mínima de alimentos.
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